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RESUMEN 
El objetivo de este trabajo fue analizar las características sociodemográficas y la 
percepción de violencia de género en funcionarias públicas del Gobierno Municipal 
del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi, Ecuador - 2019. La investigación fue 
cuantitativa, del tipo descriptiva-explicativa y con un diseño no experimental. La 
población fueron 58 funcionarias públicas en funciones administrativas adscritas al 
Gobierno Municipal de La Maná. No hubo muestreo. La técnica de recolección de 
información fue la encuesta y el instrumento un cuestionario (Confiabilidad Alpha 
de Cronbach= 0,826). Se realizó un análisis estadístico descriptivo y relacional 
(Correlación Thau de Kendall). Los hallazgos evidencian el rechazo a la hipótesis 
de la relación entre variables sociodemográficas y percepción de violencia de la 
mujer en el campo laboral, lo que evidencia un cumplimiento institucional y 
aplicación efectiva de la normatividad sobre violencia de género. Los resultados 
ponen de manifiesto el esfuerzo del Gobierno Municipal del Cantón La Maná, 
Provincia de Cotopaxi, Ecuador – 2019 por cumplir con la normatividad referida a 
la prevención y protección de la mujer con respecto a la violencia de género, lo que 
es un logro que realza el esfuerzo del país por la tutela de los derechos 
constitucionales de las mujeres. 
Palabras claves: percepción jurídica; derechos constitucionales en Ecuador; 
normatividad de protección a las mujeres; violencia contra la mujer. 
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ABSTRACT 
The objective of this work was to analyze the sociodemographic characteristics and 
the perception of gender violence in public officials of the Municipal Government of 
La Maná Canton, Cotopaxi Province, Ecuador - 2019. The research was 
quantitative, descriptive-explanatory and with a non-experimental design.The 
population was 58 public officials in administrative functions attached to the 
Municipal Government of La Maná. There was no sampling. The information 
collection technique was the survey and the instrument a questionnaire (Cronbach's 
Alpha Reliability = 0.826). A descriptive and relational statistical analysis was 
performed (Kendall Thau Correlation). The findings show the rejection of the 
hypothesis of the relationship between sociodemographic variables and the 
perception of violence by women in the labor field, which demonstrates an 
institutional compliance and effective application of the regulations on gender 
violence. The results show the efforts of the Municipal of La Maná Canton, Cotopaxi 
Province, Ecuador - 2019 to comply with the regulations related to the prevention 
and protection of women with regard to gender-based violence, which is an 
achievement which enhances the country's effort to protect the constitutional rights 
of women. 
Keywords: legal perception; constitutional rights in Ecuador; protection regulations 
for women; violence against women. 
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I. INTRODUCCIÓN 
Con la entrada en vigencia de la nueva Constitución de la República del Ecuador 
en el (2008), se reconoce el derecho de las personas a la integridad personal, lo 
que se extiende al ejercicio de una vida libre de violencia tanto en los ambientes 
públicos como privados. El Estado se compromete en legislar para adoptar las 
medidas necesarias no solo para garantizar estos derechos, sino también para 
sancionar toda aquella acción que se considere pueda violentar el goce de los 
mismos.  
Los primeros avances en materia de disposiciones legales y acciones del Estado 
en cuanto a las políticas públicas relacionadas a la violencia contra la mujer tienen 
su fundamento y precedente en la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer que fue aprobada por la Asamblea General de la Organización de 
Estados Americanos  en 1984, donde se deja por sentado la definición de la 
violencia contra la mujer como todo tipo de acción o conducta que por razones de 
su género, ocasione daño físico, sexual, psicológico e incluso la muerte a una 
mujer, tanto en la esfera privada como en la pública. Además, establece las 
acciones de los Estados para luchar conjuntamente contra este flagelo y garantizar 
el pleno goce de los derechos de la mujer. 
El Código Orgánico Integral Penal (COIP) (2016), en el artículo 155 establece como 
violencia contra la mujer y la familia toda aquella acción de maltrato físico, sexual o 
psicológico no solo hacia integrantes del núcleo familiar cercano, sino además a los 
progenitores, hermanos y familiares que en afinidad se ubiquen hasta el segundo 
grado. 
Este código tipifica en sus artículos 156 al 159, los criterios para la consideración 
de agresión psicológica, física y sexual. Villena (2018) señala que estos rasgos de 
agresión son frecuentemente precedentes de la comisión del femicidio, expresión 
superlativa de la agresión a la cual puede ser sometida una mujer, pues acarrea la 
muerte de la víctima. 
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Rodríguez (2017), menciona que el COIP contempla como alternativa para mitigar 
la vulnerabilidad de los derechos y el riesgo de las mujeres y la familia, medidas 
preventivas de protección con el propósito de brindar atención y protección a los 
individuos desde la fase pre-procesal hasta el momento en el que el juez o jueza 
considere necesario. 
A pesar de la existencia de un marco normativo constitucional y orgánico (Cajas, 
2011), los problemas de violencia contra la mujer siguen estando presentes en la 
sociedad ecuatoriana (Rodríguez, 2017; Rodríguez et al, 2019). Las estadísticas 
judiciales del Ecuador (Camacho, 2014), señalan la presencia del fenómeno a todo 
lo largo del país. 
El tema de estudio ha sido investigado con anterioridad tanto en el Ecuador como 
en Suramérica y el mundo. Su caracterización ha sido reseñada por Chávez y 
Méndez (2016), y Jaramillo (2018), quienes brindan una panorámica general del 
problema. Ortiz (2019), determinó factores de incidencia sobre violencia contra la 
mujer en Iquitos. Céspedes, Noles y Espino (2018), han analizado las regulaciones 
jurídicas sobre el femicidio como tipo de violencia contra la mujer en Ecuador. 
El tema no solo ha sido abordado desde las estadísticas, también lo ha sido desde 
las percepciones (Ibáñez et al, 2015). Estos autores exploraron actitudes y 
percepciones de docentes, administrativas y personal de servicio de Manta, 
encontrando un marco psicológico impregnado de una cultura de la violencia. 
Puedmag (2017), en el marco de un estudio constitucional y procesal analizó el uso 
injustificado de medidas de protección en denuncias sobre presuntos delitos de 
violencia contra la mujer y la familia amparados en el COIP. 
Este trabajo tiene como objeto de estudio las características sociodemográficas y 
la percepción de violencia de género en el Ecuador. Aunque se han realizado 
esfuerzos por describir el problema y normar sobre la violencia al punto de tipificar 
los delitos, aún no se cuenta con un marco que integre a nivel local y regional las 
características sociodemográficas y la percepción de violencia de género, para 
desde el punto de vista sociojurídico contribuir a develar los atributos profundos del 
problema. 
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El artículo 1 de la Constitución ecuatoriana recoge el interés del Estado por los 
derechos, la justicia, lo social y lo democrático, lo cual pone de manifiesto las 
obligaciones que fundamentan el disfrute de la igualdad de género para todos los 
ciudadanos. 
Uno de los aspectos es que a la mujer se le provea igualdad en el acceso al empleo, 
a la superación profesional y laboral, así como una remuneración equitativa, entre 
otros aspectos fundamentales. El Estado ecuatoriano promueve desde el 2010 
político público con enfoque de género dirigidas a todas las áreas de desarrollo 
nacional, lo cual también se observa en el esfuerzo por la representación de las 
mujeres en el panorama electoral, político y de representación popular (Casas, 
2011). 
A pesar del andamiaje jurídico los datos estadísticos (Instituto Nacional de 
Estadística del Ecuador, 2019) los indicadores en materia laboral son inquietantes 
al revelar aun una prevalencia el hombre con respecto a mujeres en los puestos de 
trabajo. Adicional a ello se desconoce si se cumplen los lineamientos establecidos 
en el COIP y el artículo 9 de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres (Asamblea Nacional del Ecuador, 2018). 
En tal sentido es importante conocer sí se registran acciones relacionadas con 
violencia física, psicológica y sexual en sus distintas formas de manifestación. 
Experiencias en Bahía, Brasil (Machado et al, 2017) han puesto en evidencia tipos 
de violencia encubierta y no reportada en la familia y ambientes laborales. Por otra 
parte, se desconocen los elementos que configuren una tipología social y 
demográfica de la mujer que ingresa a la administración pública en el Ecuador.  
En el Gobierno Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi -  Ecuador, 
se ha hecho un esfuerzo por garantizar la igualdad de género en el ámbito laboral. 
Sin embargo, se desconocen las percepciones y las características de las féminas 
que ingresan a desempeñar labores en la entidad pública. 
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El problema de investigación se planteó en la siguiente pregunta: 
¿Qué correspondencia existe entre las características sociodemográficas y la 
percepción de violencia de género en funcionarias públicas del Gobierno Municipal 
del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi, Ecuador - 2019? 
Los problemas específicos permitieron ir de manera deductiva del problema general 
a los problemas particulares mediante el abordaje de las variables consideradas:              
¿Cuáles son las características sociodemográficas de las funcionarias públicas del 
Gobierno Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador - 2019? 
¿Cuál es la percepción de violencia de género que tienen las funcionarias públicas 
del Gobierno Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador - 
2019? 
¿Qué relación estadística existe entre las características sociodemográficas y la 
percepción de violencia de género de las funcionarias públicas del Gobierno 
Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador - 2019? 
El objetivo general de este trabajo es analizar las características sociodemográficas 
y la percepción de violencia de género en funcionarias públicas en el Gobierno 
Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador - 2019. 
Como objetivos específicos se planteó: 
1. Determinar las características sociodemográficas en funcionarias públicas del 
Gobierno Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador - 2019. 
2. Determinar la percepción de violencia de género en funcionarias públicas del 
Gobierno Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador - 2019. 
3.- Establecer la relación estadística entre las características sociodemográficas y 
la percepción de violencia de género en funcionarias públicas del Gobierno 
Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi  Ecuador - 2019. 
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El alcance de la investigación se orienta a generar información que permita 
alimentar los sistemas sociales y políticos de toma de decisiones en el marco de la 
tutela de las garantías constitucionales inherentes a la prevención de la violencia 
de género.  
Este trabajo pretende presentar resultados que enriquezcan los tratados teóricos 
ecuatorianos sobre la violencia de género, al incorporar elementos 
sociodemográficos que trascienden lo meramente jurídico. La conjunción de lo 
normativo y lo social configuran el campo de la sociología del derecho, lo cual puede 
ser de utilidad en el campo constitucional pues permite conocer a ese alguien a 
quien se aspira tutelar un derecho fundamental. 
En correspondencia con la importancia teórica surge la relevancia metodológica. 
En el Ecuador y en el Perú se está comenzando a implantar una tendencia 
investigativa hipotética deductiva. Este trabajo respeta ese protocolo investigativo 
por tanto permitirá validar métodos de recolección de información de procesamiento 
de datos de forma estadística e inferencial en el campo del derecho. 
Para la línea de investigación sobre Derecho Constitucional, un proyecto sobre 
violencia de género permite justificar la creación de un área de trabajo investigativo 
que bien puede ser nutrida por experiencias binacionales. El tema está en la 
palestra por su naturaleza sensible, por lo que su incorporación en la agenda 
investigativa universitaria contribuye a ser coherentes con los requerimientos de 
ambos estados en materia de género. 
Desde lo social la investigación es relevante porque se ocupa de dar importancia a 
la mujer. La investigación la posiciona como un sujeto con derechos que requieren 
ser tutelados. De esta forma el estado y la universidad resaltan su rol y la necesidad 
de reconocer su voz. 
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II. REVISIÓN DE LITERATURA 
2.1. Bases teóricas científicas 
2.1.1. La igualdad de género como garantía constitucional en Ecuador 
  Principios que configuran la igualdad de género en la constitución 
La Constitución de la República del Ecuador ha sido considerada como garantista 
de derechos por cuanto está inspirada y fundamentada en los principios y valores 
de libertad, equidad, dignidad humana, paz, entre otros. El principio de igualdad se 
posiciona como un valor superior que transversaliza todo el ordenamiento jurídico 
de nuestro país, razón por la cual toda acción que refleje un tratamiento desigual 
debe ser considerada anticonstitucional. 
En el Art. 66, inciso 4 de nuestra Carta Magna se establece la responsabilidad del 
Estado en el reconocimiento y garantía de los derechos de igualdad formal, 
igualdad material y la no discriminación. Bajo esta perspectiva, estos tres principios 
son los que regulan el cumplimiento de la igualdad de género. 
El principio de igualdad formal o igualdad ante la Ley señalado en la Constitución 
de la República en su art. 11, numeral 2, hace referencia a los principios que regulan 
el ejercicio de los derechos, especificando que todas las personas son iguales y por 
tanto gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades, sin discriminación 
por razones de sexo, identidad de género o cualquier otra distinción personal o 
colectiva que intente menoscabar el pleno ejercicio de los derechos del individuo. 
Las leyes sancionarán tales formas de discriminación. 
De esta manera, Casas (2011) plantea que este principio prohíbe un trato 
diferenciado, injusto y arbitrario. Con esto se entiende que la aplicación de la Ley 
debe ser por igual para todas las personas, tanto si refiere a protección como a la 
aplicación de procedimientos sancionatorios. Respecto a la prohibición de 
discriminación por las razones de sexo, identidad sexual y otros rasgos resulta 
relevante destacar que, al ser consideradas como categorías sospechosas, se 
condena la discriminación más no la diferenciación que son aspectos de significado 
diferente. 
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Para aclarar un poco el término de discriminación, se puede decir que este se 
refiere al trato desigual que se le brinda a una persona que debería ser tratada 
sobre la base de criterios comunes establecidos por las sociedades civilizadas 
(Casas, 2011, p.4). En este sentido, la doctrina maneja el término de razonabilidad 
para interpretar cuándo se está realmente ante un acto de discriminación y cuándo 
no, pero no siempre es suficiente, así que se hace necesario conjugar el principio 
de igualdad formal con el de igualdad material para valorar el ejercicio de este 
derecho por parte de los individuos. 
La igualdad material y no discriminación es otro de los principios de la igualdad 
de género y contempla una igualdad efectiva y real que trasciende el ejercicio 
jurídico tradicional y demanda la actuación del Estado y de la población para la 
ejecución de acciones o políticas en el plano social y económico que vayan en 
beneficio de la consolidación de verdaderas condiciones de igualdad para los 
individuos (Casas, 2011, p.5).  
El enfoque jurídico formal (igualdad formal) se complementa con la igualdad 
material o sustancial para garantizar el efectivo cumplimiento de este derecho para 
las personas Así pues, no sería suficiente la intención de garantizar a la mujer un 
trato igual al que se le brinda al hombre, sino que además de esto se debería 
gestionar de manera eficiente las posibilidades de un entorno que le permita a la 
mujer obtener los mismos resultados en los términos de que también es necesaria 
la corrección en cuanto a la representación de la figura que representa la mujer en 
la sociedad y la redistribución de los recursos y poder para ambos géneros.  
Precisamente, en cuanto a la discriminación a la mujer, la Constitución de la 
República del Ecuador es clara al expresar en su art. 66, inciso 4 y en el art. 11 
numeral 2, la prohibición de la discriminación de acuerdo a las categorías que se 
denominan “sospechosas” como sexo, género, entre otras. Más adelante, en el 
numeral 4 del mismo art. 11 de la Constitución se utilizan los términos de 
discriminación directa e indirecta, entendiendo la primera como aquella que tiene 
por objeto perjudicar o eliminar el reconocimiento y ejercicio de los derechos, y la 
segunda como aquella que tiene como resultado el menoscabo y anulación del 
reconocimiento, el goce y ejercicio cabal de los derechos (Casas, 2011, p.5). 
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   Mecanismos para el cumplimiento de la igualdad de género 
Sobre la base de lo establecido en el Art. 1 de la Constitución de la República, 
asumimos que Ecuador es un Estado Constitucional de derechos y justicia, social 
y democrático que configura una normativa robusta para establecer el conjunto de 
obligaciones para garantizar el desarrollo efectivo de la igualdad de género para 
todas las personas. 
Enmarcado en el principio de igualdad sustancial o material, donde tanto el Estado 
como los habitantes somos responsables de promover la unidad e igualdad en la 
diversidad, se espera que socialmente estén dadas las condiciones para que la 
mujer tenga igualdad en el acceso a empleo, posibilidades de superación laboral y 
profesional, remuneración equitativa, entre otros aspectos fundamentales. Y bajo 
esta perspectiva el Estado ecuatoriano lanzó en 2010 una agenda de políticas 
públicas con enfoque de género dirigidas a las áreas de desarrollo agrícola, política, 
laboral, turismo y economía, incluso en el área de asuntos migratorios. 
El sistema electoral también fue objeto de intervención con estas políticas públicas 
con enfoque de género, mediante la Ley reformatoria a la Ley de elecciones se 
estableció que los partidos políticos deben incorporar en sus listas a candidatas del 
sexo femenino en un porcentaje no menor al 30% lo cual iría incrementando 
gradualmente cada 5% hasta llegar a la paridad entre géneros (Casas, 2011, p. 7). 
De la misma forma queda establecido en la Constitución el principio de paridad 
entre hombres y mujeres para la asignación de cargos relacionados al servicio 
judicial, aunque en la práctica esto ha tenido poco alcance. 
Por otro lado, la Constitución establece en su Art. 331 que el Estado tiene la 
obligación de velar por la igualdad de condiciones para el acceso al empleo, a la 
promoción y formación profesional, a la remuneración equitativa y el trabajo 
autónomo. Vale mencionar en este sentido, que según los datos estadísticos que 
ofrece el Instituto Nacional de Estadística del Ecuador para el año 2019 los 
indicadores en materia laboral despiertan inquietud respecto al alcance de estas 
medidas. 
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Los datos estadísticos presentados parecen conformar una realidad del país, donde 
las medidas normativas parecen no ser suficientes para lograr en la práctica un 
verdadero enfoque de género que permita la igualdad de derechos entre mujeres y 
hombres. En este sentido, Casas (2011) manifiesta que las acciones del Estado 
deben ir acompañadas de un abordaje real para la ruptura de estereotipos sobre la 
posición de la mujer en la sociedad, labor que debe iniciarse en los contextos 
familiares, y con políticas públicas que apunten a que también la educación asuma 
un rol activo en el ejercicio de estos principios. Por ello, en el 2008 se creó el 
Programa Nacional de Educación para la Democracia, que pretende elevar la 
conciencia social a través de la formación de individuos con actitud crítica y reflexiva 
sobre el ejercicio continuo de valores, principios y prácticas democráticas para ser 
agentes sociales de cambio y así garantizar la transformación de la sociedad 
ecuatoriana.  
 Constitucionalizarían del derecho a una vida libre de violencia 
El Art. 66 de la Constitución de la República del Ecuador en su literal b, numeral 3, 
garantiza a las personas el derecho a vivir en un ambiente libre de violencia en 
cualquiera de las esferas donde estas se desenvuelvan, sea pública o privada. En 
este sentido, el Estado se compromete a encaminar sus políticas hacia la 
prevención, erradicación y sanción para todas aquellas acciones que pudieren 
menoscabar el ejercicio pleno de este derecho. Además, deja por sentado el 
precitado artículo, que el Estado tomará medidas contra la violencia, esclavitud y 
explotación sexual, lo que se asocia directamente a la lucha por eliminar aquella 
agresión que es dirigida especialmente al género femenino. 
Más adelante, en su Art. 81, establece que las leyes determinarán las medidas y 
procedimientos necesarios para juzgar y sancionar aquellos delitos relacionados 
con los actos de violencia en el núcleo familiar, así como aquellos delitos referidos 
al ámbito sexual de la persona, crímenes de odio y todos los que de manera directa 
o indirecta se cometan en contra de menores de edad, jóvenes, personas con 
discapacidad y las que según sus rasgos particulares requieran de mayor 
protección por parte del Estado.  
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De esta manera, garantiza la Carta Magna que será designados fiscales y 
defensores especializados en la materia para velar por el cumplimiento de la ley en 
estas causas sin hacer distinción de género, lo cual garantiza el tratamiento 
equitativo en las acciones para garantizar tal derecho a todos por igual. En 
consonancia con el propósito de garantizar tales derechos, el Art. 393 establece las 
responsabilidades del Estado para garantizar la seguridad humana, mediante el 
diseño e implementación de políticas integradoras en los diferentes niveles del 
gobierno y así promover y salvaguardar la convivencia pacífica de los ciudadanos, 
valiéndose de acciones enmarcadas en una cultura de paz y prevención de la 
violencia y discriminación.  
La Normativa Constitucional en relación a los derechos a la convivencia pacífica y 
libre de violencia se relaciona intrínsecamente con todos los esfuerzos para 
garantizar la igualdad de género, de manera tal que todas las personas gocen de 
sus derechos de forma plena, y al poseer carácter constitucional, obliga a que en 
el plano tanto individual como colectivo todos sean garantes del cumplimiento de 
acciones que persigan los fines consagrados en esta Carta Magna (Zhuma, 2016, 
p.79). 
2.1.2 Normativa secundaria relacionada a la violencia de género 
El Código Orgánico Integral Penal  
Los procedimientos especiales y expeditos sancionatorios a los que hace referencia 
la Carta Magna implicó la posterior inclusión de este tipo de delitos en un nuevo 
instrumento legal que se constituyó con la creación del Código Orgánico Integral 
Penal (COIP) que entró en vigencia a partir del año 2014. Su Art. 155 define la 
violencia contra la mujer y la familia como toda acción que se fundamenta en el 
maltrato físico, psicológico o sexual hacia la fémina o demás integrantes del núcleo 
familiar, siendo entendida la familia como aquel núcleo conformado por la pareja, 
los hijos, padres, hermanos y parientes hasta el segundo grado de afinidad. 
Posteriormente, el COIP en sus Arts. 156, 157, 158, 159, tipifica de forma precisa 
la violencia hacia la mujer (psicológica, física y sexual) que constituye los 
precedentes para la manifestación superior de agresión representada con el 
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femicidio, así como también se establecen las directrices en materia sancionatoria 
para este delito. 
En este sentido, el femicidio, que constituye una forma de violencia extrema se 
cataloga también como un crimen de odio hacia las mujeres y posee un carácter 
dinámico que permite que su interpretación se ajuste a la realidad penal en la que 
se enmarca (Villena, 2018, p.12). Es así como al ser incluido en el COIP como 
delito, deriva las consecuencias penales que su comisión amerita.  
Esta tipificación del femicidio como delito le permite al Estado actuar investigando, 
juzgando y sancionando la muerte de las mujeres que ha sido motivada 
simplemente por su condición de ser mujeres. De esta manera, el instrumento 
jurídico incorpora en su Art. 141 la definición del delito de femicidio y más adelante, 
en el Art. 142 determina cuáles son las circunstancias de tipo penal inherentes. 
Vale acotar, que el Art. 141 el COIP establece que la acción de femicidio es una 
conducta de violencia que desencadena en la muerte de la víctima, razón por la 
cual, los operadores de justicia, deberán determinar si el hecho se produjo a través 
de relaciones de poder manifestadas a través del uso de la violencia y que hayan 
tenido como desenlace la muerte de la mujer, de lo contrario, es decir, ante la 
imposibilidad de demostrar que ciertamente se produjo en estas circunstancias 
podría ser calificado como un delito de otro tipo penal, como por ejemplo homicidio, 
según lo contemplado en el Art. 144, o como asesinato conforme a lo establecido 
en el Art. 140 numeral 2, que refiere a aquel donde el sujeto activo del delito ha sido 
un familiar: cónyuge, hermano, hermana, conviviente o cualquier otro miembro 
familiar ascendiente o descendiente de la víctima (Villena, 2018, p.13). 
Para todos los casos que se refieran a escenarios de vulnerabilidad de derechos, 
el COIP establece medidas preventivas de protección que pueden ser otorgadas a 
las personas cuya integridad esté en riesgo.  
El propósito de estas medidas es brindar atención y protección a los individuos 
desde la fase pre procesal hasta el momento en el que el juez o jueza considere el 
cese de las condiciones de riesgo de la garantía de derechos de la persona 
(Rodríguez, 2017, p.45). 
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Así pues, el Art. 519 del COIP establece las medidas de protección de las cuales 
se puede comprender que el objetivo que persiguen son: 
- La protección de derechos de las victimas involucradas en los procesos 
penales. 
- Garantizar que la vulneración del derecho no vuelva a ocurrir durante el proceso 
penal. 
- Minimizar el riesgo de la víctima de violencia de género. 
- Garantizar lo establecido en la Constitución donde el Estado tiene amplia 
responsabilidad en salvaguardar a las víctimas de la violencia de género. 
- Evitar acciones violentas aún más graves a las ya cometidas. 
En virtud de que estas medidas de protección son preventivas, su vigencia no tiene 
una temporalidad única ya que depende entonces de los niveles de la vulnerabilidad 
de la víctima, y en todo caso, para finalizar la medida, se hace imperante la 
evaluación objetiva de que las condiciones de violencia que perjudicaron a la 
víctima hayan cesado para poder levantar la ejecución de estas medidas de 
protección (Rodríguez, 2017, p.46). 
 
Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia Contra las 
Mujeres 
La reciente promulgación de esta Ley en el año 2018 pretende erradicar todo tipo 
de violencia dirigida hacia la mujer sea que ocurra en el ámbito público o privado. 
La protección ampara el ejercicio pleno de los derechos de la mujer a 
desenvolverse en ambientes libres de violencia y a desarrollarse en igualdad de 
condiciones de género entre otros que así establezcan las leyes. Otra de las 
finalidades de esta ley será establecer los mecanismos de seguimiento para la 
protección y reparación integral de la mujer. 
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La Ley Orgánica Integral para la prevención y erradicación de la violencia de género 
contra las mujeres ratifica los tipos de violencia a los que puede estar expuesta la 
mujer, los cuales veremos a detalle más adelante; también presenta los 
mecanismos para proteger a la mujer en cualquiera de las formas de violencia en 
las que pueda estar expuesta su integridad, siendo una de las bases legales para 
el ejercicio de funciones de los operadores de justicia en aras de cumplir la ley y 
evitar injusticias ante el maltrato que han recibido por parte de sus agresores 
(Jaramillo, 2018, p.24). 
La cobertura de esta Ley es para cualquier persona, sin importar si es natural o 
jurídica, y sin distingo de edad o nacionalidad, inclinación sexual, ideología política, 
sistema de creencias religiosas, cultura, raza o por cualquier otra particularidad. El 
requisito para acceder a las garantías aquí amparadas es simplemente ser mujer, 
y con más razón, si está expuesta a situaciones que le generen daño emocional, 
sexual o físico, así como cualquier otro sufrimiento que se desprenda de acciones 
violentas realizadas en el ámbito público o privado. 
Esta Ley establece en su Art. 48 la conformación del Sistema Nacional Integral 
contra la prevención y erradicación de la violencia de género contra la mujer y para 
ello en su Art. 50 distribuye en 23 entidades la protección y atención integral de la 
mujer, entre las que destacan los entes rectores en materia de educación, salud, 
seguridad, igualdad de género, trabajo, cultura, fiscalía, sólo por mencionar algunos 
cuyas funciones están  dispuestas en el capítulo III, Art. 59 de esta Ley. 
Para Jaramillo (2018), el propósito de la creación de este sistema es también 
trabajar de manera integrada en el diseño e implementación de programas de 
ayuda y formación, sobre todo para los individuos agresores a fin de que puedan 
reflexionar sobre sus actuaciones y corregir su conducta. Las comunidades deben 
sumarse realizando campañas de rechazo a la violencia en contra de las mujeres 
y las escuelas deben diseñar y poner en marcha proyectos educativos que manejen 
este tipo de temáticas a fin de erradicar estas conductas que en muchas ocasiones 
vienen dadas del micro contexto o el contexto familiar donde se desarrollan los 
individuos. 
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2.1.3. Tipificación del delito de violencia contra la mujer  
Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres 
establece en su Art. 9 los tipos de violencia de género para los sujetos que están 
bajo la cobertura de esta Ley. Los incisos de este artículo detallan las definiciones 
de cada violencia, los cuales de presentarán de aquí en adelante haciendo un 
ejercicio de correspondencia con el Código Orgánico Integral Penal que establece 
por su parte, las medidas sancionatorias para quien incurra en el delito de 
cualquiera de las categorías de violencia. 
 Violencia física 
De forma explícita el inciso a del Art. 9 de la Ley Orgánica Integral para prevenir y 
erradicar la violencia contra las mujeres, en su inciso a expresa que la violencia 
física refiere a toda acción que pudiere generar sufrimiento, dolor o daño físico 
provocando o no lesiones en el cuerpo de manera interna o externa a través del 
uso de la fuerza física o utilizando cualquier otro objeto con la intención de causar 
daño, sin importar el tiempo que tome para que la víctima pueda recuperarse de tal 
agresión. Regularmente la violencia física ocurre principalmente en el contexto 
familiar, donde el marido, cónyuge o ex cónyuge siendo sujeto activo del delito 
comete un acto de uso de fuerza física para causar daño a la mujer, los hijos o 
cualquier otro miembro del núcleo familiar con quienes tenga afinidad según lo que 
determina la ley (Puedmag, 2017, p. 26). 
El Código Orgánico Integral Penal por su parte, también contempla la clasificación 
de la violación contra la mujer en violencia física, violencia psicológica y violencia 
sexual. Los artículos 156, 157 y 158 del referido Código esgrimen sus definiciones 
y aspectos relevantes relacionados con las sanciones a tal delito según su 
clasificación. Para el caso específico de la violencia física el Art. 156 del COIP hace 
referencia a que quien cometa este tipo de delito será sancionado con la misma 
pena prevista para el delito de lesiones, pero ampliada en un tercio. 
 
  
 
 
 
29 
 
Violencia psicológica 
El inciso b del Art. 9 de la Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar la violencia 
contra las mujeres define la violencia psicológica como toda aquella que responde 
a un patrón de acción u omisión dirigido a causar daño emocional en la mujer, 
alcanzando afectar de forma negativa su autoestima y su honra, menospreciando 
su dignidad personal, provocando su descrédito y perturbando o controlando sus 
creencias, conductas y comportamiento.  
Además, abarca todas aquellas acciones de persecución, hostigamiento, 
intimidación, chantaje o vigilancia por cualquier vía, sea física o electrónica, a la 
que se expone el sujeto que es víctima de este tipo de agresión, 
independientemente de su edad. 
Al respecto, el COIP detalla los niveles en que puede presentarse este tipo de 
violencia, siendo leve en aquellos casos en donde el daño cognoscitivo y afectivo 
no cause impedimento para el desarrollo de las actividades cotidianas de la víctima. 
Quien cometa esta falta leve será sancionado según esta Ley con una pena 
privativa de libertad que va desde treinta a sesenta días. 
Los casos de violencia psicológica moderada son aquellos donde, si bien el daño 
emocional no impide la realización de las actividades cotidianas de la víctima, sí 
ocasiona un impacto que requiere de la intervención de especialistas del área de la 
salud mental para ofrecer atención al agraviado. Este tipo de falta está sancionada 
según el COIP con una pena que va de seis meses a doce meses.   
Por último, la violencia psicológica se considera severa cuando, aún con la 
intervención de especialistas en el área de salud mental, los daños no se han 
podido revertir. Para este tipo de casos la el COIP establece una pena de uno a 
tres años de privativa de libertad. 
 Violencia sexual 
La violencia sexual es definida en la Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar 
la violencia contra las mujeres en su Art. 9, inciso c, como todo aquel acto que 
vulnera o restringe el derecho de la mujer a la integridad sexual y a la autonomía 
para decidir sobre su vida sexual y reproductiva. Acto que sucede mediante la 
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coerción, la intimidación, el uso de la fuerza y amenazas que suceden o no dentro 
del matrimonio o a través de cualquiera de las relaciones vinculares que posea la 
víctima.  
Otros hechos como la prostitución obligada, el contagio intencional de 
enfermedades de transmisión sexual, pornografía infantil, la trata de personas con 
fines de explotación sexual entre otras que guarden similitud con las acá 
mencionadas y sin importar la edad de la víctima, también son consideradas delitos 
de violencia sexual. 
Esta Ley amplía la definición de los casos en los que se puede estar frente a un 
delito de este tipo, mientras que el COIP por su parte establece en su Art. 158 que 
toda aquella persona que, como vía de comisión de violencia hacia la mujer o 
cualquier miembro del núcleo familiar, la obligue a mantener relaciones sexuales o 
cualquier otro tipo de prácticas de las ya contempladas en la Ley, será sancionado 
de acuerdo a lo previsto para los delitos de integridad sexual y reproductiva. 
Puedmag (2017), apunta al respecto que la violencia sexual es una de las más 
agravantes para la integridad de la mujer, por cuanto ocasiona no solo daño 
emocional y psicológico, sino también lesiones físicas, ya que las manifestaciones 
clínicas de este tipo de violencia comprenden la presencia de hematomas, 
contusiones, así como inflamaciones en cualquier parte del cuerpo, las cuales 
pueden ser cometidas a través del uso de la fuerza o con la utilización de algún 
arma de fuego, corto punzantes, quemaduras, golpes y un sinfín de medios que 
pueden ocasionar daños severos a cualquier parte del cuerpo. 
 Violencia económica o patrimonial  
Según el Art. 9 inciso d de la Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar la 
violencia contra las mujeres, este tipo de violencia es aquella que se dirige a 
generar algún daño en los recursos económicos o en el patrimonio de la mujer o 
las personas que están bajo el amparo de esta Ley. Este tipo de acción u omisión 
puede darse tanto en la sociedad conyugal, como en las uniones de hecho.  
Las evidencias de este tipo de violencia se dan a través de la limitación del goce de 
los recursos económicos para satisfacer necesidades fundamentales para vivir 
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dignamente, así como la evasión de las responsabilidades en cuanto a la provisión 
de alimentos y la limitación al control de los ingresos propios de la víctima. 
La pérdida, destrucción, retención o apropiación indebida de documentos 
personales, bienes, objetos personales, instrumentos de trabajo, así como 
derechos patrimoniales también son considerados actos de este tipo de violencia, 
al igual que los casos en los que la mujer devenga un menor salario por igual tarea 
dentro del mismo sitio de trabajo. 
2.1.4. La sociodemografía de la violencia contra las mujeres 
El fenómeno de violencia de género hacia la mujer pude darse en cualquier 
escenario social, sin embargo, la valoración de los rasgos sociodemográficos que 
circundan la presencia del delito permiten determinar el perfil de las víctimas y de 
sus agresores, así como otros aspectos relacionados al contexto donde tiene mayor 
auge el registro de incidencias de este flagelo. 
Los datos arrojados por la Encuesta de Relaciones Familiares y violencia de género 
contra las mujeres realizado en Ecuador en el año 2011, revelan la dimensión que 
ha tomado este fenómeno dentro de la sociedad ecuatoriana. Y es que, 6 de cada 
10 de las mujeres encuestadas con edades que oscilan entre 15 y más años (que 
representan el 60,6%) manifestaron haber sufrido uno o más tipos de violencia de 
género causado por desconocidos o miembros de su entorno cercano, tanto en el 
ámbito público como privado (Camacho, 2014, p.45). Tomaremos los datos que 
arrojó este informe para presentar de forma resumida las variables que intervienen 
en la categorización sociodemogaráfica de este fenómeno.  
 Área de residencia de la mujer víctima de violencia 
Según el informe precitado, en Ecuador el impacto de violencia de género cometido 
por las parejas o ex parejas no es muy distinto para aquellas mujeres que residen 
en la zona del campo (48,5%) y aquellas que viven en la ciudad (48,7%) pese a 
que entre ambas zonas si existen marcadas diferencias respecto al aspecto 
económico y social (ver figura 1). 
 
 
32 
 
 
 
Figura 1: Porcentaje de mujeres que fueron víctimas de violencia por parte de su 
pareja o ex pareja, por área. 
 
Sin embargo, lo que sí varía considerablemente es el tipo de agresión que recibe 
la víctima, es allí donde el daño psicológico y físico se posicionan con las tasas más 
altas, más aún para aquellas mujeres que viven en áreas urbanas que para aquellas 
que residen en el campo.  
Esto quizás se deba a cierto nivel de empoderamiento o autonomía por parte de la 
mujer urbana lo que pudiera generar inseguridad en algunos hombres y con ello, la 
aplicación de la fuerza física y el abuso sexual como medio para afianzar su 
virilidad. 
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Edad de la mujer víctima de agresión 
El análisis que presenta el informe de la Encuesta de Relaciones Familiares y 
violencia de género contra las mujeres, sobre las edades de éstas revela que 1 de 
4 adolescentes con edades entre 15 y 19 años ya han tenido una experiencia de 
agresión perpetrada por un novio o pareja y que en su mayoría adquieren un 
compromiso de convivencia con alguien desde la juventud temprana, antes de los 
25 años (ver figura 2). 
 
Figura 2: Porcentaje de mujeres que han sufrido algún tipo de violencia por parte 
de su pareja o ex pareja, por edad. 
 
Inquieta esta situación de violencia en la temprana convivencia ya que se deduce 
que con el pasar del tiempo se tornen con mayor frecuencia y fuerza los eventos 
de agresión hacia la mujer víctima en cualquiera de las modalidades de afectación: 
física, psicológica sexual o patrimonial, según lo contemplado en la Ley. 
En la figura anterior se observa cómo con el pasar de los años las probabilidades 
de sufrir violencia de género por parte de la pareja conviviente o afectiva aumentan, 
aunque no es muy significativa la diferencia entre los rangos de edad de 20 años 
en adelante.  
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Esto quizás se deba a que en estas edades las mujeres ya han experimentado más 
tiempo de relación o convivencia. El informe por su parte revela que la baja en el 
rango de 65 años o más, quizás se explica porque la mujer al ser anciana no 
recuerda las experiencias pasadas y prefiere omitir la respuesta a esta parte de la 
encuesta. 
 Ingreso económico de los hogares   
Con el propósito de analizar la influencia de la pobreza en los casos de violencia, 
se utilizaron los resultados de la Encuesta de Relaciones familiares y violencia de 
género contra las mujeres para calcular los quintiles correspondientes al ingreso 
per cápita de cada hogar consultado. Con ello se evaluó si realmente incide este 
aspecto en la ocurrencia de este tipo de agresiones y si variaba de acuerdo a los 
hogares que se ubican en un quintil u otro (ver figura 3). 
Según lo que refleja en términos generales en la figura anterior, no existen 
diferencias significativas entre los cuatro primeros quintiles y esto se debe a que el 
porcentaje de mujeres agredidas es similar en todas las formas de agresión. La 
baja se observa entre las mujeres ubicadas en los quintiles con mayores ingresos 
económicos y las de menor ingreso económico.  
Estos datos confirman entonces que este tipo de violencia puede ocurrir a la mujer 
de cualquier nivel socioeconómico, y que, aunque el mayor ingreso económico le 
permite a la mujer tener acceso a una mejor calidad de educación y preparación 
para detener la violencia hacia su género, esto no la coloca en una posición exenta 
de sufrir algún maltrato por su pareja.  
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Figura 3: Porcentaje de mujeres que han sufrido violencia por parte de su pareja 
o ex pareja, según tipo de agresión por quintiles de ingreso 
 
 Nivel educativo de la mujer agredida 
El acceso a la educación siempre ha gozado de buena estima como medida para 
prevenir la agresión hacia la mujer, tanto si quienes gozan de tal beneficio son las 
víctimas como también, si son los agresores. Los resultados de la encuesta que 
acá presentamos confirman este supuesto, basta ver los datos reflejados en la 
figura 4 para tener una visión más o menos detallada acerca de la influencia de esta 
variable en las posibilidades de ocurrencia de este fenómeno. 
Como se puede observar en la siguiente figura la tendencia indica que, a mayor 
nivel de educación, menores probabilidades de ser objeto de este tipo de violencia 
(ver figura 4).  
La representación de 20 puntos de diferencia entre las mujeres con un nivel 
educativo menor (57,4%) y las de mayor nivel de educación (36%) confirma la 
tendencia general que asocia el nivel educativo con las posibilidades de sufrir de 
algún tipo de violencia de género.  
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Figura 4: Porcentaje de mujeres que han sufrido cualquier tipo de violencia por 
parte de su pareja o ex pareja, por nivel educativo. 
 
Sin embargo, para todos los casos sigue siendo elevadas todas las cifras 
presentadas. La mejor preparación académica pudiera asociarse a los niveles de 
empoderamiento de las mujeres para disuadir cualquier tipo de agresión al que 
pueda estar expuesta en cualquier momento de su vida. 
 Perpetradores de violencia contra la mujer 
Los resultados de la encuesta señalan que los responsables de incurrir en el delito 
de violencia hacia la mujer son en su mayoría hombres que tienen o tuvieron algún 
tipo de relación afectiva con la víctima, esto lo confirman más de las tres cuartas 
partes de las mujeres encuestadas (76%), lo que deja ver que es en el ámbito 
privado o de relación de pareja donde se producen la mayor parte de incidencias 
de agresión hacia la mujer en cualquiera de las formas que tipifica la Ley (ver figura 
5). 
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Figura 5: Distribución porcentual de la violencia de género hacia las mujeres, por 
perpetrador y tipo de agresión. 
Con este panorama se cuestiona el mito de que los mayores riesgos para la mujer 
se concentran en la agresión que puede darse en el ámbito público donde, además 
los responsables de causar daño podrían ser exclusivamente personas extrañas o 
ajenas a su contexto familiar o a su vida privada. 
 Antecedentes de violencia 
En cuanto a los antecedentes de violencia familiar que tienen las mujeres víctimas 
y los hombres agresores, los resultados expresan una relación bastante ajustada 
al esquema cultural que impera en el Ecuador, donde el castigo es utilizado muchas 
veces como método de crianza dentro de los núcleos familiares (Instituto Nacional 
de Estadísticas y Censos [INEC], 2010; Observatorio de los Derechos de los Niños 
y Adolescentes [ODNA], 2010). Lo importante de todo esto es analizar si existe 
algún tipo de relación entre la tradición de maltrato que han recibido tanto víctimas 
como agresores y su posterior conducta en la edad adulta. Para esto, se presenta 
en la figura 6 que refleja la información obtenida a partir de la Encuesta de 
Relaciones familiares y violencia de género contra las mujeres. 
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Figura 6: Porcentaje de hombres que ejercen violencia contra su pareja, según 
maltrato físico sufrido en su hogar en la niñez. 
 
La gráfica muestra como en un 76, 3 % de los hombres y mujeres encuestados, 
también fueron víctimas de violencia en su etapa infantil. La relación positiva entre 
ambas variables (antecedentes y vivencias actuales) fueron confirmadas con la 
aplicación de la prueba de Chi cuadrado de Pearson que arrojó un valor de 0,00, lo 
cual demuestra que estadísticamente conservan una relación significativa. 
Para ambos casos, los resultados revelan que existe mayor posibilidad de que las 
mujeres que han sufrido en la niñez maltrato, también lo reciban en la etapa adulta, 
y de la misma forma, aquellos hombres que fueron víctimas de maltrato infantil, 
terminan en su adultez reproduciendo los mismos actos como un mecanismo de 
aceptación o naturalización de este tipo de comportamientos.  
  Factores desencadenantes de la violencia hacia la mujer 
Regularmente, el maltrato hacia la mujer viene dado por el ejercicio de poder y 
dominación que ejerce el hombre sobre el cuerpo y lo que representa como tal la 
vida de las mujeres (Camacho, 2014, p.52). Aunque esta pudiera considerarse 
como la principal causa, existen otras tantas que de una forma u otra provocan este 
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tipo de episodios violentos. En este sentido, se presentan a continuación en la figura 
7 los resultados que refieren a los diversos factores desencadenantes de violencia 
entre las personas encuestadas. 
 
Figura 7: Factores desencadenantes de la violencia a las mujeres por parte de 
su pareja o ex pareja 
 
Como se puede observar el 47,4% de las mujeres encuestadas atribuyen a los 
celos la responsabilidad de la agresión que reciben por parte de sus parejas o ex 
parejas. Este indicador revela la noción de propiedad que manejan los hombres 
respecto a la mujer y por supuesto, su imperante necesidad de afianzar su honra y 
virilidad por medio de la acción directa sobre el cuerpo de la mujer, sea a través del 
maltrato físico o la dominación sexual. 
Por otro lado, los factores de consumo de alcohol y drogas (37,4%), o la tenencia 
por parte del hombre de otra relación amorosa (37,2) que se posicionan en el 
segundo y tercer lugar respectivamente, indican que, aunque son acciones 
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directamente relacionadas con el comportamiento del hombre, la mujer resulta 
víctima de violencia en la medida que ejerce reclamos al respecto. 
Los demás factores de consideración relevante refieren a asuntos relacionados con 
problemas económicos (36,4%), pérdida del empleo (17,1%) que representan 
quizás situaciones de desventaja por parte del hombre, lo cual genera hechos 
cargados de violencia. En resumen, los resultados en este sentido reflejan que todo 
intento que realice la mujer por superar el esquema o modelo social de mandato 
patriarcal, genera violencia por parte de la pareja a fin de suprimir toda voluntad o 
búsqueda de autonomía por parte de la víctima. 
2.1.5 La violencia contra la mujer como objeto del derecho comparado 
Actualmente los derechos fundamentales gozan de niveles complementarios de 
protección y garantía a nivel mundial. En occidente, los países han ajustado sus 
mecanismos internos para la tutela de tales derechos mediante su incorporación en 
sus Constituciones, así pues, se da respuesta al reconocimiento de estos por el 
Derecho Internacional que, a nivel macro (mundial) tiene su fundamento en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como en los demás tratados 
que han sido promovidos por la ONU en aras de erradicar la violencia contra la 
mujer.  
Sin embargo, cada Estado maneja sus particularidades de acuerdo a las 
sociedades que lo conforman, y es aquí donde es interesante realizar un ejercicio 
de Derecho comparado a fin de valorar los alcances de la lucha que ha emprendido 
cada uno para erradicar la violencia hacia la mujer a través de la promulgación de 
diferentes leyes que se dedican exclusivamente a abanderar estas acciones.  
A continuación, se presentan la comparación entre las leyes de países de 
Suramérica que han registrado incidencia de casos de violencia contra la mujer. 
 Colombia 
En Colombia la Ley 1257 de Protección a la mujer y la familia entra en vigencia en 
el año 2008 con el fin de garantizar los derechos inherentes a la mujer y la familia 
como célula fundamental de la sociedad que goza de derechos para vivir libremente 
en un ambiente pacífico y libre de violencia. En su Art. 2 la ley define la violencia 
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hacia la mujer como aquella acción u omisión que se genera en el ámbito privado 
o público donde se desenvuelve la mujer, para causarle daño físico, sexual, 
psicológico, patrimonial o económico simplemente por su condición de mujer, así 
como también la amenaza de comisión de este tipo de actos, la coacción o la 
privación de manera arbitraria de su libertad. 
Por otro lado, la Ley Colombiana considera como violencia toda aquella cometida 
por una persona que, valiéndose de su superioridad o posición de autoridad o poder 
acose, persiga, hostigue y asedie física y psicológicamente a la mujer.  
En cualquiera de los casos, el Art. 24 de la misma Ley contempla como sanción la 
prohibición a acercarse y comunicarse con la víctima o con los integrantes de la 
familia y en otros tantos casos, con la pena privativa de libertad que va de uno a 
tres años. 
 Perú 
En Perú, la Ley 27306 de Protección frente a la Violencia Familiar promulgada en 
el año 2000 con el propósito de promover la integración y participación activa de 
las instituciones públicas de todo nivel (central, regional y local) así como demás 
organizaciones públicas y privadas relacionadas al trabajo de protección de la 
población infantil y adolescente, adultos mayores, mujeres así como atención a 
asuntos familiares en general para ejercer labores de prevención y control de actos 
de violencia contra los miembros del núcleo familiar.    
Define esta Ley, en su Art. 2 que la violencia familiar es aquella que se produce 
entre cónyuges e hijos y que trata de actos de comisión u omisión que tiene 
desenlace en una agresión de índole física o psicológica, así como aquellos actos 
de amenazas o coacción graves que se hacen de forma reiterada y ponen en riesgo 
la integridad personal de los miembros del núcleo familiar.  
El procedimiento inmediato de los operadores de justicia ante los casos de este tipo 
de delito será dictar de forma inmediata las medidas de protección que exija la 
causa. Las medidas van desde el retiro del agresor del hogar, suspensión temporal 
de sus visitas, impedimento formal de acoso a la víctima, así como el inventario de 
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todos sus bienes y otras medidas que garanticen la protección a la integridad 
personal de la víctima. 
 Ecuador 
En el caso de Ecuador la lucha para erradicar la violencia en contra de la mujer en 
todas sus formas y escenarios está fundamentada en la consideración del derecho 
a la igualdad de género y a vivir en un ambiente libre de violencia que fungen como 
derechos fundamentales consagrados en la Constitución de la República.  
Siendo así, toda la normativa secundaria encamina sus esfuerzos para garantizar 
estos derechos. La creación de la Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar 
la violencia contra las mujeres en 2018 brinda un soporte jurídico amplio e 
integrador que promueve la participación de diversas instancias gubernamentales 
y privadas en un Sistema Nacional Integral contra la prevención y erradicación de 
la violencia de género contra la mujer a fin de atacar desde todo escenario, las 
posibilidades de que se siga cometiendo este tipo de flagelo. 
La incorporación de la violencia contra la mujer en el Código Orgánico Integral 
Penal le da carácter de delito, por tanto, las sanciones según sea el caso van desde 
30 días hasta tres años de privativa de libertad dependiendo del grado de violencia 
que cometa el infractor. Asimismo, existe la posibilidad de aplicar medidas 
inmediatas de protección a la víctima que ha iniciado un proceso penal, y en otros 
tantos casos la retribución económica también se maneja como medida 
sancionatoria. 
De conformidad con lo hasta aquí expuesto, se deja ver que lo establecido en las 
legislaciones de Colombia, Perú y Ecuador se ajustan a Convenios y tratados 
internacionales sobre aspectos relacionados a la protección de los derechos de la 
mujer y la familia. En algunos casos como en Perú se incluye a la mujer dentro de 
la esfera familiar, en el caso ecuatoriano se ha diseñado la Ley donde se le atribuye 
exclusivamente a la mujer carácter de sujeto de derecho y se le reconoce como 
agente pasivo de este tipo de violencia, sin dejar de lado la consideración de 
afectación que puedan sufrir sus familiares directos ascendientes o descendientes. 
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En general, las tres legislaciones asumen la postura de compromiso del Estado 
para encaminar acciones hacia la garantía de estos derechos a la mujer en un 
trabajo coordinado entre las diferentes instituciones que conforman la estructura 
social del Estado. En la comparación previa no se ha considerado el femicidio como 
punto de cruce, en virtud de que el mismo es considerado en las legislaciones 
incluso como crimen de odio contra la mujer y confluyen en él, diversos aspectos 
que van más allá de la violencia física, psicológica o sexual que hemos venido 
desarrollando explícitamente en este cuerpo teórico. 
2.2. Antecedentes 
Debert y Brocksom (2015), realizaron una investigación con el propósito de dar a 
conocer cómo ha sido el tratamiento jurídico que se le ha brindado a los casos de 
violencia contra la mujer en Brasil. Las autoras parten del supuesto que la 
aplicación de las leyes por parte de los jueces y demás operadores de justicia 
invisibiliza la violencia de género. 
El análisis a la cuestión planteada en este estudio presenta importantes puntos de 
consideración respecto al abordaje de este delito. Por un lado, las autoras 
concluyen que se perciben estereotipos de género en los diferentes discursos de 
los operadores de justicia en las audiencias, así, por ejemplo, la caracterización de 
la “mujer-victima” le atribuye según las investigadoras, un carácter sumiso y pasivo 
a la mujer ante la acción violenta que se perpetra en su contra, reduciendo de esta 
forma la comprensión de las identidades múltiples de mujeres agraviadas que 
buscan protección del sistema judicial y que por ende, no siempre son sumisas ante 
la agresión. 
Por otro lado, el tratamiento reducido a este tipo de estereotipo oculta la violencia 
de género en el contexto del sistema judicial por cuanto se le considera como un 
crimen invisible que se vincula al contexto familiar y que como tal, sigue un proceso 
de reprivatización. De esta manera, el sistema jurídico brasileño en la práctica 
pierde alcance, ya que no entra en sintonía con la compleja realidad que viven las 
mujeres en cuanto a la asimetría de relaciones de poder que pudieren generar 
violencia en cualquiera de los escenarios donde estas se desenvuelven. 
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Montaño (2016) por su parte, realizó un abordaje sobre los desafíos que enfrenta 
Bolivia en el cumplimiento cabal de las leyes que sancionan este tipo de agravio. 
En este sentido, la investigadora resalta que Bolivia cuenta con un robusto sistema 
de leyes que pretenden proteger los derechos y garantías de la mujer entre los que 
destaca su derecho a vivir sin violencia, todo amparado en tratados internacionales 
que persiguen el mismo fin. Sin embargo, las estadísticas que refieren a los 
múltiples tipos de violencia a los que se enfrentan las mujeres de Bolivia son 
escasas, y su conocimiento es fundamental para acceder a diagnósticos objetivos 
que fundamenten el diseño de políticas públicas. Las pocas estadísticas 
presentadas revelan que del 100% de los casos revisados que tratan de asuntos 
relacionados a derechos de la mujer, el 71,2% fue rechazado por fiscalía por falta 
de pruebas, siendo de estos el 41% delitos sexuales 
Concluye la investigadora que esta oscuridad estadística está jugando un papel 
determinante en cuanto al diseño coherente de políticas dirigidas a garantizar tal 
derecho en las mujeres, lo cual se evidencia en el campo de aplicación de leyes 
que se han diseñado para tal fin.  
De allí, enfatiza la autora que, aunque a nivel normativo han sido incuestionables 
los avances, esto no ha sido el mismo caso para la respuesta que han brindado los 
operadores de justicia. Urge entonces el fortalecimiento de las instituciones para 
actuar en primer lugar con carácter preventivo donde la respuesta judicial se 
considere como el último eslabón de las políticas diseñadas para garantizar la 
igualdad de género. 
Ahora bien, volviendo al contexto brasileño, Machado et al. (2017), realizó un 
estudio con el objetivo de conocer las percepciones de los trabajadores de la salud 
respecto a la violencia contra la mujer. Partiendo de la comprensión de que la 
violencia de género es un problema que desencadena necesidades y demandas en 
el área de salud, es fundamental que los profesionales del área adopten conductas 
positivas para afrontar tal situación, esto con la intención de garantizar una atención 
desde un enfoque interdisciplinario donde los profesionales participen de manera 
comprometida y articulada en la red de protección a las mujeres.   
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Los investigadores concluyen que los profesionales de la salud poseen ciertos 
conocimientos sobre el concepto de violencia, lo que permite a grandes rasgos 
identificar este tipo de suceso en los pacientes que disfrutan de la atención médica, 
sin embargo, también manifiestan ciertas dificultades para comprender definiciones 
fundamentales como la denuncia y la notificación, así como un conocimiento muy 
sutil acerca del marco normativo que rige en esta materia en el Brasil. Por tanto, se 
desprende de esta realidad la necesidad de preparar constantemente a estos 
profesionales para subsanar el déficit de discusión de este tema en los planes de 
estudio profesional en el área de la salud. 
Ruiz (2017), presenta un análisis del Convenio Europeo para la protección de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales, específicamente sobre las 
implicaciones de su Art. 14.  
En el referido artículo se establece la prohibición de discriminación como medida 
para proteger todos los derechos y libertades que ampara ese Convenio. Así pues, 
queda establecido que bajo ninguna excepción puede existir discriminación contra 
persona alguna motivada por su sexo, raza, lengua, ideología política, color y 
religión entre otras. 
La autora realiza un recorrido analítico por las implicaciones de este convenio en el 
ejercicio de derechos y en lo referido a la protección de la mujer en varios países 
de Europa. De tal recorrido se desprende que evidentemente, al pasar los años los 
avances en esta materia han promovido mejoras significativas en la gestión de la 
protección del derecho a la no discriminación.  
No obstante, la autora concluye su análisis expresando que los modelos de políticas 
públicas que encabezan tales avances no responden a una verdadera equidad de 
género.  
El acceso reducido a la educación que tienen las mujeres por ejemplo (más de dos 
tercios de las personas analfabetas del planeta son mujeres) según lo que concluye 
Ruiz (2017), se debe a que estas acceden en menor medida a estos servicios en 
comparación al hombre.  
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Similar situación se evidencia en otros aspectos como el posicionamiento en el 
campo laboral y el acceso a servicios públicos que se derivados del empleo como 
es el caso de la jubilación. De esta manera propone entonces aplicar el principio de 
transversalidad en materia normativa para el ámbito económico y social, la 
participación y representación en los órganos de representación, así como en el 
acceso y pleno disfrute de la protección a los derechos sociales de la mujer. 
Ilanzo et al. (2018), realizó una investigación cuyo propósito fue determinar la 
incidencia de violencia extrema contra la mujer y feminicidio en el Perú. La muestra 
estuvo conformada por los casos presentados en el período 2009-2015 donde se 
evidenció un considerable aumento de violencia contra la mujer en comparación a 
los casos de feminicidio cuyas cifras se ubicaron favorablemente en baja durante 
el mismo período. Los departamentos de Tacna, Ayacucho, Junín, Pasco, 
Arequipa, Madre de Dios y Lima fueron los más destacados con incremento 
considerable de feminicidios.  
De las características sociodemográficas de las víctimas, este estudio refleja que 
los índices de feminicidio han aumentado en las áreas rurales o urbanas marginales 
de los departamentos previamente señalados y que ocurren con mayor frecuencia 
en el mes de noviembre en un escenario que no es íntimo, no siendo 
necesariamente un delito perpetrado por la pareja o ex-pareja de la víctima. Los 
investigadores concluyen que el entorno donde se desenvuelven las agraviadas 
podría ser determinante para identificar la estacionalidad de este flagelo, así como 
la consideración de los nexos o vínculos afectivos entre la víctima y su agresor. 
Echeburúa (2019), presenta un análisis sobre la Ley Orgánica 1/2004 española, 
que centra sus esfuerzos en establecer las medidas de protección a los derechos 
de las mujeres. El autor refiere que la Ley es restrictiva puesto que sólo incluye la 
violencia contra la pareja, dejando de lado otras formas de expresión de violencia 
como la violación sexual, la trata de mujeres o el acoso en cualquiera de sus tipos: 
laboral o sexual. Aclara el autor que la violencia de género ciertamente se relaciona 
a conductas machistas, pero este no es un motivo exclusivo. Existen un sinfín de 
conductas que sociablemente se adquieren desde temprana edad en diversos 
contextos como el familiar y el escolar y que a medida que pasa el tiempo en la 
sociedad las refuerza transformando la violencia como un medio natural de encarar 
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ciertas situaciones, lo cual deja sin alcance la delimitación de la Ley al contexto 
privado de la pareja. 
Ibañez et al. (2015), llevaron a cabo una investigación con el fin de determinar el 
cuáles son las actitudes y percepciones del personal docente y administrativo de 
un Colegio Nacional en Manta, Ecuador acerca de la violencia de género. La 
inquietud inicial de los investigadores se basa en las cifras alarmantes relacionadas 
a los casos de violencia de género en este país, donde según cifras oficiales 6 de 
cada 10 mujeres han padecido al menos de algún tipo de violencia. En este sentido 
resulta inquietante para los investigadores, que la región de Manabí se ubica entre 
las regiones con menos incidencia de este fenómeno, presentando solo un 36, 1% 
de casos, y lo vinculan quizás a algunos factores contextuales que podría ser el 
temor sólo por mencionar uno.  
Así que, toman como escenario de estudio un colegio nacional de Manta que ha 
sido caracterizado por ser un centro educativo vieja data, donde se han 
presentados casos de violencia extrema en sus aulas. La muestra encuestada 
estuvo conformada como ya se dijo, por el personal docente, administrativo y de 
servicios de dicha institución, y los resultados revelan el estado del imaginario 
ecuatoriano en lo que respecta a la violencia de género: por un lado, alrededor de 
tres de cada diez docentes no podría identificar un acto de violencia de género y 
por el otro cinco de cada diez docentes no acudirían a la policía como mecanismo 
para formular denuncias en casos de violencia sino que utilizarían otros 
mecanismos de reacción, lo cual resulta preocupante si es que se considera que 
son los docentes los que, como figura de ejemplo, deban servir como mediadores 
o agentes de cambio en la matriz social.  
De lo anterior se desprende la recomendación de los investigadores para la 
intervención de las autoridades con el fin de emprender medidas o políticas publicas 
certeras de prevención y corrección de este fenómeno social. 
Por otro lado, Chávez y Méndez (2016), realizaron un estudio para analizar los 
casos de violencia de género cometidos hacia la mujer por parte de su pareja o ex 
–pareja en la Unidad Judicial de la ciudad de Manta durante el año 2014. Los 
resultados revelan que la edad promedio de las mujeres que interpusieron sus 
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denuncias oscila entre los 25 y 35 años, edad en la cual suelen ser más 
independientes económicamente y con más actividad social, por su parte, las 
mujeres de mayor edad denuncian con menor frecuencia este tipo de agresiones, 
quizás por su dependencia económica y emocional del agresor.   
La conclusión principal de esta investigación circula en torno al hecho de que los 
tipos de violencia evidenciadas en los casos estudiados son agresiones físicas y 
psicológicas donde el aspecto emocional está vulnerado notablemente, tanto si el 
daño es causado por con conviviente actual o por su ex – conviviente. Los niveles 
de depresión manifestados aumentan dependiendo de la presencia de agresión 
física o no.  
Céspedes, Noles y Espino (2018), llevaron a cabo una investigación en el marco 
del proyecto “Deberes y derechos ciudadanos” de la Universidad Metropolitana de 
Ecuador cuyo objetivo fue analizar la regulación existente en varios países de 
América Latina respecto al femicidio, especialmente en el contexto ecuatoriano. 
Del estudio se desprende que la regulación del femicidio en el Código Orgánico 
Integral Penal ecuatoriano (COIP) ha sido muestra del compromiso del Estado por 
salvaguardar los derechos de la mujer, sin embargo, dependerá también de la 
transformación de la conciencia colectiva en cuanto a los roles entre mujeres y 
hombre para poder erradicar definitivamente este tipo de violencia extrema.  
Aunque el COIP establece claramente la protección a la mujer contra todo tipo de 
violencia, no ha tenido el impacto necesario en la sociedad pues los indicadores 
estadísticos de este flagelo aumentan cada día. Los investigadores consideran 
pertinente y necesario el perfeccionamiento de la regulación del femicidio en el 
COIP para enfrentarlo de manera más adecuada y efectiva.  
Por último, Rodríguez, Giler, Vega y Remache (2019), realizaron una investigación 
documental con el propósito de comprender la situación a la que se enfrentan las 
mujeres al momento de ubicar y acceder al campo laboral, percibir salario, la 
ejecución de horas de trabajo, así como de las actividades que les toca desarrollar, 
de manera tal que se pueda valorar si existen avances o retrocesos en el país 
respecto a este tema. 
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Concluyen que la violencia hacia la mujer trasciende la mera agresión física y 
psicológica, y se ha extrapolado a diversos contextos de la vida social de las 
féminas. Existen condiciones de desigualdad que tienen sus raíces en el imaginario 
social y en sus deformaciones acerca de una sociedad jerarquizada y patriarcal lo 
cual sin duda es limitante de la garantía de los derechos de igualdad de género. 
Es necesario entonces una implementación de políticas públicas profunda y a todo 
nivel que ataque esta brecha que existe en la sociedad y promueva la verdadera 
igualdad de género. La educación, las políticas sociales, la cultura, el 
emprendimiento y toda acción gubernamental deben estar armónicamente 
relacionadas para corregir no solo las oportunidades laborales para la mujer y la 
mejora de sus condiciones, sino también para minimizar los efectos que han 
ocasionado en la estructura social la naturalización de la violencia y la desigualdad. 
2.3. Definición de términos básicos  
Agresión: se define como aquella acción y efecto de agredir, herir, matar o 
incurrir en cualquier tipo de daño hacia otra persona, es decir, el producto final 
de la acción de agresión es ocasionar un daño (sea herida o muerte) a otra 
persona (Zhuma, 2016, p.13). 
Características Sociodemográficas: Son todas las características de edad, 
sexo, educación, ingresos, estado civil, trabajo, religión, entre otros, que 
permiten definir el perfil de determinado grupo de personas (Ibañez y otros, 
2015, p.16). 
Femicidio: es el asesinato cometido por hombres hacia la mujer por su 
condición de ser mujer. Es la base de los actos de discriminación por razón 
de género (Ortiz, 2019, p.43). 
Género: puede considerarse como la clase o especie comprendida por 
mujeres u hombres y que implica la alusión a determinadas características 
particulares (Zhuma, 2016, p.11). 
Igualdad: es la conformidad entre una cosa u otra en cuanto a su naturaleza, 
calidad o cantidad (Zhuma, 2016, p.18). 
Víctima: en el caso de la violencia de género, se le ha considerado como la 
mujer o integrante del núcleo familiar que ha sufrido agresión o violencia. 
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También se les considera a aquellos menores que han sido testigos de la 
comisión de este tipo de delitos o que, por prestar ayuda a la víctima directa, 
hayan sido objeto de agresión (Ortiz, 2019, p.40). 
Violencia física contra la mujer en la relación de pareja: puede 
considerarse como aquel daño o agresión que se infringe a la integridad 
corporal o a la salud de la mujer por parte de la pareja. En este sentido también 
se asume aquella agresión ocasionada por negligencia, descuido o privación 
de sus necesidades básicas (Ortiz, 2019, p.42). 
Violencia psicológica contra la mujer en la relación de pareja: abarca las 
formas de agresión hacia la integridad psicológica y emocional de la mujer, 
conformada por amenazas, insultos hacia las características físicas de la 
persona o desvalorización de sus posibilidades intelectuales, sus capacidades 
y calidad de ejercicio de labores relacionadas con su rol dentro de la sociedad 
como el de ser madre, esposa o ama de casa (Ortiz, 2019, p.41). 
Violencia sexual: la base de este tipo de agresión es la desigualdad de 
género donde se ejecutan acciones que van en perjuicio de la integridad 
sexual de la persona y donde participan múltiples determinantes. No se define 
exclusivamente como aquellos actos donde se produce penetración o 
contacto físico, sino más bien como todo aquel que tiene que ver por ejemplo 
con la exposición de material pornográfico que vulnera el derecho a la 
privacidad de la persona. Este tipo de violencia está ampliamente relacionada 
con las amenazas, la coerción, la intimidación y el uso de la fuerza (Ortiz, 
2019, p.46). 
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III.  MATERIALES Y MÉTODOS 
 
3.1. Tipo de estudio y diseño de contrastación de hipótesis  
El tipo de investigación utilizado en este trabajo es aplicada, con un enfoque 
cuantitativo, descriptivo y explicativo. Según Hernández, Fernández & Baptista 
(2010, 2014) una investigación es descriptiva cuando procura descubrir el 
comportamiento de las variables estudiadas.  
La investigación descriptiva es el paso previo a las de tipo explicativa (Cueva, 
2008), lo cual para esta investigación es evidente en las dos fases descriptiva y 
probabilística orientadas a facilitar la identificación de la relación entre las variables 
(Andrade, 2008).  
El diseño investigativo seleccionado es el no experimental puesto que no se 
predetermina la existencia de variables dependientes tal como se exige para las 
pruebas de correlación (Runyon & Haber, 1987; Hernández, Fernández & Baptista, 
2010).  
En este trabajo se usó un diseño transeccional para efectos de recolección de los 
datos, siendo así que se recogieron todos en un mismo momento (Centty-
Villafuerte, 2010). 
Planteamiento del Contraste de las Hipótesis Estadísticas Inferenciales: 
Hipótesis Nula  
Ho:  Variable1 (D1; D2; D…n) y Variable2 (D1; D2; D…n) las variables y 
sus indicadores no están relacionadas estadísticamente de manera 
significativa (P: >0.05). 
Hipótesis Alternativa  
H1:  Variable1 (D1; D2; D…n) y Variable2 (D1; D2; D…n) las variables y 
sus indicadores si están relacionadas de manera significativa (P: 
≤0.05). 
 
 
52 
 
Nivel de confianza al 95%.  
Para todo valor de significancia igual o menor que 0,05 (P: ≤0,05), se 
rechaza la hipótesis nula (Ho). 
3.2. Variables e hipótesis de la investigación 
Variables  
Variable 1. 
Características sociodemográficas en funcionarias públicas del Gobierno 
Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador - 2019. 
Variable 2  
Percepción de violencia de género en funcionarias públicas del Gobierno 
Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador - 2019.   
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  Operacionalización de las variables. 
Cuadro 1:  Operacionalización de las variables: variable 1. 
 
Fuente: El autor. 
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Cuadro 2a:  Operacionalización de las variables: variable 2. 
 
Fuente: El autor. 
Variable 
Definición 
conceptual 
Dimensiones Indicadores 
Escala 
de 
medición 
Percepción de 
violencia de 
género en 
funcionarias 
públicas del 
Gobierno 
Municipal del 
Cantón La 
Maná, Provincia 
de Cotopaxi,  
Ecuador - 2019. 
Acción de 
percibir con 
frecuencia ser 
objeto de 
acciones 
negativas 
tipificadas 
como delito de 
una o varias 
personas en el 
ámbito laboral 
y donde la 
mujer acosada 
tiene 
dificultades 
para 
defenderse de 
esas acciones” 
(Einarsen, 
Rakne & 
Matthiesen, 
1994; Hoel & 
Beale (2006).  
Percepción sobre 
Hostigamiento 
psicológico 
Las servidoras públicas sufren agresión verbal de parte de sus compañeros o jefes.  
Algunas servidoras públicas son criticadas por todo lo que hacen enfocándose solo a sus 
errores por más pequeños que sean, y nunca alientan sus aciertos.  
Se ridiculizan o el personal se ríe públicamente de usted o una compañera, de su aspecto 
físico, de sus gestos, de su voz o de su estilo de vida. 
El superior no permite que alguna mujer en específico hable o dé su opinión. 
Intervalo 
Percepción sobre 
Hostigamiento 
sexual 
El entorno laboral es hostil o intimidatorio, por la posible existencia de hostigamiento o acoso 
sexual. 
Algunas servidoras públicas de esta institución reciben amenazas implícitas o expresas para 
poder cambiar su situación laboral, como consecuencia de no haber atendido alguna 
sugerencia malintencionada o favores sexuales  
Se usan palabras de naturaleza sexual, como chistes o comentarios, escritas u orales, que 
resulten hostiles, humillantes u ofensivas para quien van dirigidas  
Por parte de compañeros(as) o superiores, ¿hay coqueteo o insinuaciones de forma ofensiva, 
acercándose sin motivo a las personas o haciendo tocamientos en el cuerpo con claras 
intenciones eróticas?  
Por parte de compañeros(as) o superiores, ¿hay presiones a través de llamadas telefónicas, 
mails, mensajes, etc. para aceptar citas a tomar copas o cenar con propósitos eróticos?  
El hostigamiento sexual no consentido ha llevado a tomar represalias (traslados forzosos, 
despidos, generación de un ambiente de trabajo hostil, etc. con algunas mujeres víctimas del 
mismo. 
Ha observado algunas consecuencias como estrés, desmotivación laboral, o desempeño 
reducido que resulten como consecuencia de presiones de hostigamiento o acoso sexual no 
aceptado por algunas servidoras públicas  
Intervalo 
Percepción sobre 
Maltrato Físico 
El maltrato físico a las mujeres no está presente en el trabajo. 
Percepción sobre 
Mecanismos de 
prevención de la 
violencia laboral 
Tiene la confianza para quejarse en caso de hostigamiento o acoso sexual de ser necesario, sin 
que le recriminen que usted lo ha provocado o que la queja se divulgue entre sus compañeros.  
Conoce la existencia de mecanismos institucionales y/o políticas, para proteger a las víctimas 
del hostigamiento sexual o acoso laboral. 
Los mecanismos establecidos para atender a las víctimas de hostigamiento sexual o acoso 
laboral son aplicados. 
 
 
 
55 
 
3.3.  Formulación de las hipótesis 
El trabajo contempla de algunos supuestos iniciales a manera de hipótesis. 
3.3.1. Hipótesis general  
La hipótesis general es: 
Existe una correspondencia entre algunas características sociodemográficas y la 
percepción de violencia de género en funcionarias públicas del Gobierno Municipal 
del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador – 2019. 
3.3.2. Hipótesis específicas 
Los postulados específicos son:  
H.E. 1: Las características sociodemográficas de las funcionarias públicas del 
Gobierno Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador – 2019 
son heterogéneas en cuanto a procedencia, nivel de estudio, edad, características 
del grupo familiar y aspectos socioeconómicos. 
H.E. 2: La percepción sobre la violencia de género en funcionarias públicas del 
Gobierno Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador – 2019 
varía entre negativa y neutral. 
H.E. 3: Existe una relación estadística entre las características sociodemográficas 
y la percepción de violencia de género en funcionarias públicas del Gobierno 
Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi,  Ecuador – 2019, 
encontrándose diferencias en cuanto al factor edad y características educativas. 
3.4. Población, muestra y muestreo  
Mejía (2017), señala como población al grupo de sujetos de los cuales surgirá la 
información en el estudio y se extraerán los datos. Para este trabajo se consideró 
como población a las 58 funcionarias públicas en funciones y actividades 
administrativas adscritas al Gobierno Municipal de La Maná, registradas en la 
Asociación de Empleados Municipales.  
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No se realizó muestreo porque se pudo obtener información de todas las 
funcionarias, con las cuales se cuidaron los aspectos éticos respectivos en función 
de la sensibilidad del tema de estudio. 
3.5. Métodos, técnicas e instrumentos de recolección de datos  
El método fue el hipotético – deductivo. Este tipo de metodología se plantea de lo 
general hasta lo particular requiriendo para ello la falsación de hipótesis mediante 
el contraste de las mismas (Hernández et al, 2014).  
Se utilizó como técnica de recolección de información la encuesta. El instrumento 
fue el cuestionario (ver anexo 1). La primera parte del instrumento se diseñó para 
incorporar la variable características demográficas de las funcionarias. Para la 
medición de la variable percepción de la violencia de género en el ámbito de la 
pareja se consideraron 24 ítems agrupados en las nueve dimensiones 
discriminadas en los cuadros 2A y 2B. 
Las categorías de respuesta se midieron con la Escala: -2 En total desacuerdo; -1 
En desacuerdo; 0. Percepción Neutral;  1. En acuerdo; 2. En total acuerdo. Para la 
respuesta se utilizó una X en la casilla de preferencia.  
La confiabilidad del instrumento fue calculada con la prueba Alpha de Cronbach 
mediante una prueba piloto a 20 funcionarias. Con la prueba se obtuvo un valor de 
0,826 lo que le confiere confiabilidad al instrumento (ver cuadro 3). Se presentan 
en el anexo 2 el cálculo de confiabilidad para cada ítem, lo que amplía la 
confiabilidad general presentada. 
Cuadro 3: Estadístico de confiabilidad Alpha de Cronbach. 
 
   Fuente: El autor. 
   
 
Alfa de Cronbach N de elementos 
0,826 24 
 
 
 
57 
 
3.6.  Plan de procesamiento y análisis de datos  
3.6.1. Fase analítica descriptiva: 
La aplicación del instrumento permitió contar con datos que fueron codificados, 
transcritos y tabulados en una hoja de cálculo de Excel versión 2016. Con ellos y 
con apoyo del software se realizaron cuadros y figuras de manera de poder realizar 
un procesamiento y análisis descriptivo de las variables. 
Se calcularon frecuencias, promedios y desviaciones estándar para poder describir 
los indicadores y dimensiones.   
3.6.2.   Fase probabilística: 
El cálculo probabilístico e inferencial fue de correlación, y se basó en la prueba de 
Correlación Thau de Kendall. La prueba señalada no exige el cumplimiento de la 
normalidad, por tanto, es una prueba no paramétrica de contraste de hipótesis 
acerca de la relación entre dos variables (Quispe, 2015); donde una de las variables 
debe ser categórica (nominal u ordinal). 
El procedimiento de contraste de hipótesis estadísticas requirió del uso del software 
Minitab Statistical Software 22, con el cual se obtuvieron los resultados con la 
significancia (Sig.) que fueron colocados en un cuadro de doble entrada que 
posibilitó la toma de decisiones para rechazar o aceptar la hipótesis nula 
establecida. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
A continuación, se muestran los resultados obtenidos a partir del proceso de 
recolección de datos. Se presentan a través de figuras y cuadros considerando el 
orden establecido en los objetivos de la investigación. 
4.1 Resultados 
Características sociodemográficas en funcionarias públicas del Gobierno 
Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi, Ecuador - 2019 
A continuación, se precisan los resultados estadísticos sobre las características 
sociodemográficas de las encuestadas. 
Cuadro 4: Edad de las encuestadas. 
Años Frecuencia % % acumulado 
Menor de 20 años 10 17,2 17,2 
20 a 30 años 8 13,8 31,0 
30 a 40 años 25 43,1 74,1 
Mayor a 40 años 15 25,9 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
El grupo de encuestadas presenta edades con una amplia variabilidad, 
encontrándose funcionarias menores de 20 años (17,2%) hasta mayores de 40 
años (25,9%). El grupo de funcionarias entre 20 y 30 años es el que registra menor 
porcentaje (13,8%). El cuadro 4 y la figura 8 evidencian que el intervalo de edades 
que agrupa el mayor porcentaje y frecuencia es el de 30 a 40 años (43,1%). 
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Figura 8: Edad de las encuestadas. Fuente: El autor. 
En el cuadro cuadro 5 y la figura 9 se resalta que el 12,1% tiene experiencia menor 
a 1 año, el 77,6% la tiene de 1 a 3 años y solo el 10,4 % tiene experiencia mayor a 
los tres años en la institución. 
Cuadro 5: Años en el trabajo. 
Años Frecuencia % % acumulado 
Menor a 1 año 7 12,1 12,1 
1 a 3 años 45 77,6 89,7 
3 a 5 años 3 5,2 94,8 
Más de 5 años 3 5,2 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
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Figura 9: Años en el trabajo. Fuente: El autor. 
El cuadro 6 y la figura 10 evidencian la existencia de cinco categorías de condición 
civil. Las solteras (6,9%) y concubinas (5,2%) reflejan las menores frecuencias y 
porcentajes, así como las divorciadas formalmente (12,1%). Prevalecen las 
funcionarias casadas (29,2%) y las separadas (46,6%). 
Cuadro 6: Estado civil de la encuestada. 
Estado civil Frecuencia % % acumulado 
Soltera 4 6,9 6,9 
Casada 17 29,3 36,2 
Separada 27 46,6 82,8 
Divorciada 7 12,1 94,8 
Concubina 3 5,2 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
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Figura 10: Estado civil de la encuestada. Fuente: El autor. 
El área de la residencia de las funcionarias se ubica mayoritariamente en la ciudad 
(69%), lo cual por la extensión de la ciudad las ubica relativamente cerca de la 
institución donde laboran (ver cuadro 7 y figura 11). Solo 18 funcionarias viven en 
el campo, representando esto un (31%). 
Cuadro 7: Área de residencia de la encuestada.  
Área de Residencia Frecuencia % % acumulado 
Residencia en el 
campo 
18 31,0 31,0 
Residencia en la 
ciudad 
40 69,0 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
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Figura 11: Área de residencia de la encuestada. Fuente: El autor. 
 
El nivel educativo de las funcionarias varía desde sin estudios (8,6%) hasta la 
realización de postgrado (8,6%). Un 27,6% de ellas culminó la Primaria mientras 
que el 20,7% lo hizo con la Secundaria. La formación universitaria corresponde a 
un 34,5% de estas servidoras. 
Cuadro 8: Nivel educativo de la encuestada. 
Nivel Educativo  Frecuencia % % acumulado 
Sin estudios 5 8,6 8,6 
Primaria 16 27,6 36,2 
Secundaria 12 20,7 56,9 
Universitaria 20 34,5 91,4 
Postgrado 5 8,6 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
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Figura 12: Nivel educativo de la encuestada. Fuente: El autor. 
El ingreso económico de las servidoras públicas (cuadro 9 y figura 13) se sitúa entre 
dos y tres salarios mínimos principalmente (67,2%). La pauta del salario mínimo 
como referente de ley agrupa a un 20,7%, y un 12,1% recibe remuneraciones 
mayores a dos salarios mínimos. 
Cuadro 9: Ingreso económico de las encuestadas. 
Ingreso Económico Frecuencia % % acumulado 
Un salario mínimo 12 20,7 20,7 
Uno a dos salarios 
mínimos 39 67,2 87,9 
Mayor a dos salarios 
mínimos 7 12,1 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
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Figura 13: Ingreso económico de las encuestadas. Fuente: El autor. 
 
En el cuadro 10 y figura 14 aparece como religión prevaleciente la católica (67,2%), 
siendo el otro grupo prevaleciente el de evangélicas (22,4%). Las ateas alcanzan 
un 5,2%, al igual que las que se agrupan en otras religiones minoritarias. 
Cuadro 10: Religión de las encuestadas. 
Religión  Frecuencia % % acumulado 
Católica 39 67,2 67,2 
Evangélica 13 22,4 89,7 
Ateo 3 5,2 94,8 
Otras 3 5,2 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
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Figura 14: Religión de las encuestadas. Fuente: El autor. 
La percepción de violencia de género en funcionarias públicas del Gobierno 
Municipal del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi, Ecuador - 2019 
Percepción sobre políticas y sistema de gestión en relación con la 
equidad de género 
Existe la percepción de que los salarios no son afectados por el género, agrupando 
un 98,3% las opciones de respuesta en acuerdo (55,2%) y totalmente en acuerdo 
(43,1%). Valoraciones negativas están ausentes (ver cuadro 11 y figura 15), 
exhibiendo dudas solo una funcionaria (1,7%), estando en franca minusvalía en 
cuanto a la percepción grupal.  
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Cuadro 11: Los salarios para trabajo son iguales para las personas que los 
desarrollan no importando si son hombres o mujeres. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en 
desacuerdo 0 0 0 
En desacuerdo 0 0 0 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 1 1,7 1,7 
En acuerdo 32 55,2 56,9 
Totalmente en 
acuerdo 25 43,1 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
 
Figura 15: Los salarios para trabajo son iguales para las personas que los 
desarrollan no importando si son hombres o mujeres. Fuente: El autor. 
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Existe la percepción de una inequidad de estos procesos siendo los mismos 
afectados por el género. Once funcionarias (19%) está totalmente en desacuerdo 
con la idea de equidad, siendo respaldadas por un 56,9% (33 servidoras) que están 
en desacuerdo. No hubo indecisiones (0%), expresándose si opiniones de acuerdo 
(19%) y percepciones totalmente en acuerdo (5,2%) (ver cuadro 12 y figura 16). 
Cuadro 12: Existe igualdad de oportunidades para hombres o mujeres en los 
procesos de reclutamiento y selección. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en 
desacuerdo 11 19,0 19,0 
En desacuerdo 33 56,9 75,9 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 0 0 75,9 
En acuerdo 11 19,0 94,8 
Totalmente en 
acuerdo 3 5,2 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
Figura 16: Existe igualdad de oportunidades para hombres o mujeres en los 
procesos de reclutamiento y selección. Fuente: El autor. 
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Se evidencia en cuanto a la igualdad de oportunidades para hombres o mujeres en 
los procesos de capacitación y desarrollo en el cargo (cuadro 13 y figura 17) que 
existen dos grupos claramente diferenciados que expresan por un lado 
percepciones negativas de desacuerdo (51,7%) y total desacuerdo (20,7%), y que 
conviven con otras servidoras que poseen percepciones positivas al respecto, 
aunque en porcentajes menores de acuerdo (20,7%) y total acuerdo (5,2%). 
Cuadro 13: Existe igualdad de oportunidades para hombres o mujeres en los 
procesos de capacitación y desarrollo de carrera. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en 
desacuerdo 12 20,7 20,7 
En desacuerdo 30 51,7 72,4 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 1 1,7 74,1 
En acuerdo 12 20,7 94,8 
Totalmente en 
acuerdo 3 5,2 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
Figura 17: Existe igualdad de oportunidades para hombres o mujeres en los 
procesos de capacitación y desarrollo de carrera. Fuente: El autor. 
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El cuadro 14 y la figura 18 muestran nuevamente la división de las percepciones. 
El aspecto de la presencia de la mujer en cargos directivos refleja un porcentaje 
elevado que está en total desacuerdo (32,8%) y en desacuerdo (41,4%) con esa 
equidad. Solo el 10,3% está de acuerdo con la misma, y un porcentaje mayor a 
este (15,5%) duda sobre la misma.  
Cuadro 14: Existe representación equitativa para hombres o mujeres en los en los 
cargos de responsabilidad directiva. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en 
desacuerdo 19 32,8 32,8 
En desacuerdo 24 41,4 74,1 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 9 15,5 89,7 
En acuerdo 6 10,3 100,0 
Totalmente en 
acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
Figura 18: Existe representación equitativa para hombres o mujeres en los en los 
cargos de responsabilidad directiva. Fuente: El autor. 
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Las valoraciones perceptivas cambian de tendencia cuando se indaga el tema de 
los derechos inherentes a la protección de la maternidad y responsabilidades 
asociadas.  La sumatoria de las percepciones de acuerdo (39,7%) y total acuerdo 
(43,1%) alcanza un 82,8%. Llama la atención la disminución que se registra en las 
percepciones negativas las cuales bajan conjuntamente hasta 10,4%, quedando la 
indecisión sobre la consulta en 6,9% (ver cuadro 15 y figura 19).  
Cuadro 15: Existe protección de los derechos de maternidad y responsabilidades 
parentales. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en 
desacuerdo 3 5,2 5,2 
En desacuerdo 3 5,2 10,3 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 4 6,9 17,2 
En acuerdo 23 39,7 56,9 
Totalmente en 
acuerdo 25 43,1 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
Figura 19: Existe protección de los derechos de maternidad y responsabilidades 
parentales. Fuente: El autor. 
 
 
71 
 
Esta misma estructura de respuestas se observa en cuanto a la conciliación de las 
faenas laborales y las obligaciones familiares. La sumatoria de las percepciones de 
acuerdo (41,4%) y total acuerdo (39,7%) alcanza un 81,1%. Nuevamente existe una 
disminución en las percepciones negativas las cuales bajan conjuntamente hasta 
13,8%, quedando la duda sobre la afirmación en 5,2% (ver cuadro 16 y figura 20).  
Cuadro 16: Se permite conciliar las responsabilidades laborales con obligaciones 
familiares. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en 
desacuerdo 3 5,2 5,2 
En desacuerdo 5 8,6 13,8 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 3 5,2 19,0 
En acuerdo 24 41,4 60,3 
Totalmente en 
acuerdo 23 39,7 100 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
Figura 20: Se permite conciliar las responsabilidades laborales con obligaciones 
familiares. Fuente: El autor. 
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Percepción sobre acoso laboral en el trabajo 
El tema del acoso laboral como expresión de violencia de género también fue 
consultado. Solo 31% considera que se le ha excluido de reuniones o se les informa 
a destiempo, contrastando con un 67,2% que se opina en la franja del descuerdo 
con el planteamiento (ver cuadro 17 y figura 21). 
Cuadro 17: A algunas servidoras públicas se les excluye de reuniones laborales y 
no se les informa oportunamente de sus deberes. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 9 15,5 15,5 
En desacuerdo 30 51,7 67,2 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 1 1,7 69,0 
En acuerdo 17 29,3 98,3 
Totalmente en acuerdo 1 1,7 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
Figura 21: A algunas servidoras públicas se les excluye de reuniones laborales y 
no se les informa oportunamente de sus deberes. Fuente: El autor. 
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A 29,3% les parece que se han hecho cambios en sus labores y deberes sin 
informarles y darles el tiempo conveniente, contrastando con un 62,1 que también 
es prevaleciente al manifestar su desacuerdo (ver cuadro 18 y figura 22). 
 
Cuadro 18: A algunas servidoras públicas se les cambian las labores y 
responsabilidades sin previo aviso o se les asignan nuevas responsabilidades y no 
se les da un periodo de tiempo razonable para realizarlas. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 12 20,7 20,7 
En desacuerdo 24 41,4 62,1 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 5 8,6 70,7 
En acuerdo 17 29,3 100,0 
Totalmente en acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
Figura 22: A algunas servidoras públicas se les cambian las labores y 
responsabilidades sin previo aviso o se les asignan nuevas responsabilidades y no 
se les da un periodo de tiempo razonable para realizarlas. Fuente: El autor. 
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Con respecto a si a las servidoras públicas tienen obstáculos para la información o 
uso de equipos para la realización de su trabajo a diferencia de otros, se observó 
que 55,2% está en desacuerdo con el planteamiento y por tanto no se ve afectada. 
Sin embargo, un porcentaje de 15,5 si parece ser afectada, y un 29,3% duda sobre 
la afirmación lo cual es un porcentaje considerable (ver cuadro 19 y figura 23). 
Cuadro 19: A algunas servidoras públicas se les niega información o equipos para 
la realización de su trabajo que a otros servidores(as) públicos(as) si se les ofrece. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 12 20,7 20,7 
En desacuerdo 20 34,5 55,2 
Ni en acuerdo ni en desacuerdo 17 29,3 84,5 
En acuerdo 9 15,5 100,0 
Totalmente en acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
Figura 23: A algunas servidoras públicas se les niega información o equipos para 
la realización de su trabajo que a otros servidores(as) públicos(as) si se les ofrece. 
Fuente: El autor. 
  
 
 
75 
 
Percepción sobre hostigamiento psicológico 
Las consultas sobre sí las funcionarias sufren agresión verbal de parte de los jefes 
o compañeros muestra un desacuerdo conjunto de 70,7% y dudas sobre este 
aspecto en un 13,8%, sumando así un 84,5 que está en contra de la observancia 
de este tipo de hostigamiento o al menos duda de él (ver cuadro 20 y figura 24). Sin 
embargo, un 15,5% si pareciera haberlo evidenciado. 
Cuadro 20: Las servidoras públicas sufren agresión verbal de parte de sus 
compañeros o jefes. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 16 27,6 27,6 
En desacuerdo 25 43,1 70,7 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 8 13,8 84,5 
En acuerdo 9 15,5 100,0 
Totalmente en acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
Figura 24: Las servidoras públicas sufren agresión verbal de parte de sus 
compañeros o jefes. Fuente: El autor. 
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Las críticas a las funcionarias con base en sus errores y la inobservancia de sus 
aciertos presentan un rechazo perceptivo del 77,6% (desacuerdo + total 
desacuerdo), y dudas de un 12,1%. Un 10,3% percibe que esta situación existe y 
valida mediante el acuerdo la presencia de este tipo de hostigamiento (ver cuadro 
21 y figura 25).  
Cuadro 21: Algunas servidoras públicas son criticadas por todo lo que hacen 
enfocándose solo a sus errores por más pequeños que sean, y nunca alientan sus 
aciertos. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 23 39,7 39,7 
En desacuerdo 22 37,9 77,6 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 7 12,1 89,7 
En acuerdo 6 10,3 100,0 
Totalmente en acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
Figura 25: Algunas servidoras públicas son criticadas por todo lo que hacen 
enfocándose solo a sus errores por más pequeños que sean, y nunca alientan sus 
aciertos. Fuente: El autor. 
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Un 94,8% considera que no se ridiculizan o menosprecian públicamente a las 
funcionarias o compañeras debido a su apariencia, gestos, tono de voz o estilo de 
vida (ver cuadro 22 y figura 26). Solo tres (3) funcionarias parecen haber sido 
afectadas por esto (5,2%). 
Cuadro 22: Se ridiculizan o el personal se ríe públicamente de usted o una 
compañera, de su aspecto físico, de sus gestos, de su voz o de su estilo de vida. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en 
desacuerdo 35 60,3 60,3 
En desacuerdo 20 34,5 94,8 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 0 0 94,8 
En acuerdo 3 5,2 100,0 
Totalmente en 
acuerdo 
0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
Figura 26: Se ridiculizan o el personal se ríe públicamente de usted o una 
compañera, de su aspecto físico, de sus gestos, de su voz o de su estilo de vida. 
Fuente: El autor. 
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En cuanto a sí el superior no permite que alguna funcionaria hable o exprese su 
opinión (ver cuadro 23 y figura 27). Un porcentaje de 75,9% está en desacuerdo o 
total desacuerdo con este planteamiento. Un 13,8% duda sobre el mismo y solo 
10,3% considera que está de acuerdo en que existen limitaciones por parte del 
superior para expresarse. 
Cuadro 23: El superior no permite que alguna mujer en específico hable o dé su 
opinión. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 23 39,7 39,7 
En desacuerdo 21 36,2 75,9 
Ni en acuerdo ni en desacuerdo 8 13,8 89,7 
En acuerdo 6 10,3 100,0 
Totalmente en acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
Figura 27: El superior no permite que alguna mujer en específico hable o dé su 
opinión. Fuente: El autor. 
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Percepción sobre hostigamiento sexual 
La consulta sobre si el ambiente de trabajo es hostil o intimidatorio por la existencia 
posible de acoso sexual u hostigamiento arrojó percepciones negativas alejadas de 
esta afirmación. Un 70,7% expresó su total desacuerdo y un 29,3% su desacuerdo 
(ver cuadro 24 y figura 28).  
Cuadro 24. El entorno laboral es hostil o intimidatorio, por la posible existencia de 
hostigamiento o acoso sexual. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en 
desacuerdo 41 70,7 70,7 
En desacuerdo 17 29,3 100,0 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 0 0  
En acuerdo 0 0  
Totalmente en 
acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
Figura 28: El entorno laboral es hostil o intimidatorio, por la posible existencia de 
hostigamiento o acoso sexual. Fuente: El autor. 
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Con respecto a si se recibían amenazas implícitas o expresas para poder cambiar 
su situación laboral, como consecuencia de no haber atendido alguna sugerencia 
malintencionada o favores sexuales, el 32,8% estuvo totalmente en desacuerdo, un 
61,5% estuvo en desacuerdo, y un 1,7% se manifestó indeciso (ver cuadro 25 y 
figura 29). 
Cuadro 25: Algunas servidoras públicas de esta institución reciben amenazas 
implícitas o expresas para poder cambiar su situación laboral, como consecuencia 
de no haber atendido alguna sugerencia malintencionada o favores sexuales. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 19 32,8 32,8 
En desacuerdo 38 61,5 98,3 
Ni en acuerdo ni en desacuerdo 1 1,7 100,0 
En acuerdo 0 0  
Totalmente en acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
Figura 29: Algunas servidoras públicas de esta institución reciben amenazas 
implícitas o expresas para poder cambiar su situación laboral, como consecuencia 
de no haber atendido alguna sugerencia malintencionada o favores sexuales. 
Fuente: El autor. 
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El uso de palabras de naturaleza sexual, como chistes o comentarios, escritas u 
orales, que resulten hostiles, humillantes u ofensivas dirigidas hacia las funcionarias 
tampoco está presente según los datos recolectados (% de desacuerdos= 94,8%), 
aunque un 1,7% no tiene claridad de juicio al respecto (ver cuadro 26 y figura 30). 
Cuadro 26: Se usan palabras de naturaleza sexual, como chistes o comentarios, 
escritas u orales, que resulten hostiles, humillantes u ofensivas para quien van 
dirigidas. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 20 34,5 34,5 
En desacuerdo 35 60,3 94,8 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 0 0 94,8 
En acuerdo 0 0 94,8 
Totalmente en acuerdo 3 5,2 100 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
Figura 30: Se usan palabras de naturaleza sexual, como chistes o comentarios, 
escritas u orales, que resulten hostiles, humillantes u ofensivas para quien van 
dirigidas. Fuente: El autor. 
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Las funcionarias tampoco consideran que exista coqueteo o insinuaciones de forma 
ofensiva de parte de compañeros(as) o jefes, ni aproximaciones o tocamientos 
eróticos en el cuerpo (ver cuadro 27 y figura 31). Los porcentajes de desacuerdo 
(69%) y total desacuerdo (31%) así lo confirman. 
Cuadro 27: Por parte de compañeros(as) o superiores, hay coqueteo o 
insinuaciones de forma ofensiva, acercándose sin motivo a las personas o haciendo 
tocamientos en el cuerpo con claras intenciones eróticas. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 18 31 31 
En desacuerdo 40 69 100,0 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 0 0 0 
En acuerdo 0 0 0 
Totalmente en acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
Figura 31: Por parte de compañeros(as) o superiores, hay coqueteo o 
insinuaciones de forma ofensiva, acercándose sin motivo a las personas o haciendo 
tocamientos en el cuerpo con claras intenciones eróticas Fuente: El autor. 
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Tampoco se evidencia que existan presiones a través de llamadas telefónicas, 
correos o mensajes, para coordinar citas con propósitos eróticos por parte de 
superiores o compañeros(as) (ver cuadro 28 y figura 32). Los porcentajes de 
desacuerdo (63,8%) y total desacuerdo (36,2%) así lo establecen. 
Cuadro 28: Por parte de compañeros(as) o superiores, hay presiones a través de 
llamadas telefónicas, mails, mensajes, etc. para aceptar citas a tomar copas o cenar 
con propósitos eróticos. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 21 36,2 36,2 
En desacuerdo 37 63,8 100 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 0 0  
En acuerdo 0 0  
Totalmente en acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
Figura 32: Por parte de compañeros(as) o superiores, hay presiones a través de 
llamadas telefónicas, mails, mensajes, etc. para aceptar citas a tomar copas o cenar 
con propósitos eróticos. Fuente: El autor. 
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No se identifican tampoco percepciones que confirmen que el hostigamiento sexual 
no consentido conduzca a traslados forzosos de funcionarias, despidos, generación 
de hostilidad, entre otros (ver cuadro 29 y figura 33). Los porcentajes de desacuerdo 
(36,2%) y total desacuerdo (63,8%) rechazan tal situación. 
Cuadro 29: El hostigamiento sexual no consentido ha llevado a tomar represalias 
(traslados forzosos, despidos, generación de un ambiente de trabajo hostil, etc. con 
algunas mujeres víctimas del mismo. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 37 63,8 63,8 
En desacuerdo 21 36,2 100,0 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 0 0  
En acuerdo 0 0  
Totalmente en acuerdo 0 0  
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
 
Figura 33: El hostigamiento sexual no consentido ha llevado a tomar represalias 
(traslados forzosos, despidos, generación de un ambiente de trabajo hostil, etc. con 
algunas mujeres víctimas del mismo. Fuente: El autor. 
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Los porcentajes de desacuerdo (51,4%) y total desacuerdo (58,6%) rechazan a su 
vez la observancia en las funcionarias de algunas consecuencias como 
desmotivación laboral, estrés o baja en el desempeño que pudiesen ser 
ocasionadas por acoso sexual u hostigamiento (ver cuadro 30 y figura 34). 
Cuadro 30: Ha observado algunas consecuencias como estrés, desmotivación 
laboral, o desempeño reducido que resulten como consecuencia de presiones de 
hostigamiento o acoso sexual no aceptado por algunas servidoras públicas. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 34 58,6 58,6 
En desacuerdo 24 41,4 100,0 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 0 0  
En acuerdo 0 0  
Totalmente en acuerdo 0 0  
Total    
Fuente: El autor. 
 
 
Figura 34: Ha observado algunas consecuencias como estrés, desmotivación 
laboral, o desempeño reducido que resulten como consecuencia de presiones de 
hostigamiento o acoso sexual no aceptado por algunas servidoras públicas. 
Fuente: El autor. 
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Percepción sobre maltrato físico 
La consulta sobre ausencia de maltrato físico en el trabajo arrojó porcentajes de 
acuerdo (13,8%) y total acuerdo (86,2%) que confirman su inexistencia (ver cuadro 
31 y figura 35). 
Cuadro 31: El maltrato físico a las mujeres no está presente en el trabajo. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 0 0 0 
En desacuerdo 0 0 0 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 0 0 0 
En acuerdo 8 13,8 13,8 
Totalmente en acuerdo 50 86,2 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
 
Figura 35: El maltrato físico a las mujeres no está presente en el trabajo. Fuente: 
El autor. 
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Percepción sobre mecanismos de prevención de la violencia laboral 
Existe una percepción de desconfianza con respecto al quejarse en caso de 
hostigamiento o acoso sexual de ser necesario, sin que le recriminen que usted lo 
ha provocado o que la queja se divulgue entre sus compañeros. El 79,3% 
manifiesta no sentirse en confianza para realizar este tipo de quejas y un 3,4% duda 
al respecto. Solo un 17,2% de las funcionarias siente confianza suficiente para 
realizar la queja correspondiente sin preocuparse del cuestionamiento grupal (ver 
cuadro 32 y figura 36). 
Cuadro 32: Tiene la confianza para quejarse en caso de hostigamiento o acoso 
sexual de ser necesario, sin que le recriminen que usted lo ha provocado o que la 
queja se divulgue entre sus compañeros. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 17 29,3 29,3 
En desacuerdo 29 50,0 79,3 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 
2 3,4 82,8 
En acuerdo 9 15,5 98,3 
Totalmente en acuerdo 1 1,7 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
Figura 36: Tiene la confianza para quejarse en caso de hostigamiento o acoso 
sexual de ser necesario, sin que le recriminen que usted lo ha provocado o que la 
queja se divulgue entre sus compañeros. Fuente: El autor. 
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Lo anterior se acompaña del desconocimiento de mecanismos institucionales y/o 
políticas, para proteger a las víctimas del hostigamiento sexual o acoso laboral (ver 
cuadro 33 y figura 37). Un 74,1% expresa una percepción de desconocimiento de 
tales mecanismos, mientras un 24,1% si manifiesta conocerlos, quedando un 1,7% 
en duda sobre su conocimiento.  
Cuadro 33: Conoce la existencia de mecanismos institucionales y/o políticas, para 
proteger a las víctimas del hostigamiento sexual o acoso laboral. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en desacuerdo 17 29,3 29,3 
En desacuerdo 26 44,8 74,1 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 1 1,7 75,9 
En acuerdo 9 15,5 91,4 
Totalmente en acuerdo 5 8,6 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor.  
 
 
Figura 37: Conoce la existencia de mecanismos institucionales y/o políticas, para 
proteger a las víctimas del hostigamiento sexual o acoso laboral. Fuente: El autor. 
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En cuanto a sí los mecanismos establecidos para atender a las víctimas de 
hostigamiento sexual o acoso laboral son aplicados, un 81% expresa una 
percepción negativa de desacuerdo con la aplicación de estos mecanismos, 
mientras un 17,2% si manifiesta conocer su aplicación, quedando un 1,7% en duda 
sobre su aplicación (ver cuadro 34 y figura 38).  
Cuadro 34: Los mecanismos establecidos para atender a las víctimas de 
hostigamiento sexual o acoso laboral son aplicados. 
 Frecuencia % % acumulado 
Totalmente en 
desacuerdo 
18 31,0 31,0 
En desacuerdo 29 50,0 81,0 
Ni en acuerdo ni en 
desacuerdo 
1 1,7 82,8 
En acuerdo 9 15,5 98,3 
Totalmente en 
acuerdo 
1 1,7 100,0 
Total 58 100,0  
Fuente: El autor. 
 
 
 
Figura 38: Los mecanismos establecidos para atender a las víctimas de 
hostigamiento sexual o acoso laboral son aplicados. Fuente: El autor. 
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La correlación entre las características sociodemográficas y la percepción de 
violencia de género en funcionarias públicas del Gobierno Municipal del 
Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi, Ecuador - 2019 
Seguidamente se presentan los resultados de la Correlación – Prueba Tau de 
Kendall considerando una matriz de doble entrada donde se hace el cruce de 
variables y dimensiones con el propósito de identificar relaciones entre ellas (ver 
cuadro 35). Se observa que la dimensión edad no tiene correlación significativa con 
ninguna dimensión de la variable percepción de violencia de género ni con otras 
dimensiones de la variable características sociodemográficas (p:> 0,05), 
tomándose la decisión de aceptar la hipótesis nula (Ho) de ausencia de correlación 
significativa. 
A continuación, se establecen aquellas relaciones donde fue preciso rechazar la 
hipótesis nula (Ho) de ausencia de correlación significativa. Se observa que la 
dimensión años de trabajo se correlaciona significativamente con estado civil (r: 
0.355; p: 0,003 ≤ 0,05); y con la percepción sobre políticas y sistema de gestión en 
relación con la equidad de género (r: -0.237; p: 0,032 ≤ 0,05). 
El lugar de residencia está relacionado significativamente con el nivel educativo (r: 
0.323; p: 0,007 ≤ 0,05) y con la religión (r: 0.347; p: 0,006 ≤ 0,05). El ingreso 
económico está correlacionado con la dimensión percepción sobre el hostigamiento 
sexual (r: -0.228; p: 0,041 ≤ 0,05). Se había señalado una correlación significativa 
entre la percepción sobre políticas y sistema de gestión en relación con la equidad 
de género y el estado civil (r: -0.237; p: 0,032 ≤ 0,05). También se identificó una 
correlación significativa con la dimensión denominada percepción sobre acoso 
laboral en el trabajo (r: 0,374; p: 0,000 ≤ 0,05). La percepción sobre acoso laboral 
también está relacionada con la percepción sobre hostigamiento psicológico (r: 
0,421; p: 0,000 ≤ 0,05) y la percepción sobre hostigamiento sexual (r: 0,248; p: 
0,015 ≤ 0,05). La percepción sobre hostigamiento psicológico está relacionada 
significativamente con la percepción sobre mecanismos de prevención de la 
violencia laboral (r: 0,291; p: 0,004 ≤ 0,05), registrándose lo mismo con respecto a 
la percepción sobre acoso laboral (r: 0,248; p: 0,015 ≤ 0,05). La dimensión maltrato 
físico no está relacionada significativamente con ninguna dimensión debido a su 
inexistencia. 
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Cuadro 35: Resultados de la Correlación – Prueba Thau de Kendall. 
 Edad 
Años 
en el 
trabajo 
Estado 
civil 
Área de 
residencia 
Nivel 
educativo 
Ingreso 
económico 
Religión 
Políticas y 
sistema 
de gestión  
Acoso 
laboral  
Hostigamiento 
psicológico 
Hostigamiento 
sexual 
Maltrato 
Físico 
Mecanismos de 
prevención de la 
violencia  
Edad 
r 1,000 ,046 -,178 -,038 ,082 ,101 -,161 ,048 -,095 -,150 ,067 -,013 ,146 
Sig. . ,696 ,117 ,756 ,460 ,395 ,171 ,646 ,369 ,159 ,531 ,915 ,180 
Años en el 
trabajo 
r ,046 1,000 ,355** ,053 ,162 -,137 ,164 -,237* -,111 -,115 ,035 ,083 ,153 
Sig.  ,696 . ,003 ,678 ,164 ,269 ,184 ,032 ,318 ,301 ,758 ,516 ,179 
Estado civil 
r -,178 ,355** 1,000 -,004 ,057 -,134 ,058 -,089 -,036 ,033 ,056 -,034 ,064 
Sig. ,117 ,003 . ,971 ,611 ,258 ,626 ,399 ,732 ,760 ,599 ,781 ,559 
Área de 
residencia 
r -,038 ,053 -,004 1,000 ,323** ,029 ,347** -,046 -,023 -,069 ,139 ,056 ,083 
Sig.  ,756 ,678 ,971 . ,007 ,823 ,006 ,684 ,839 ,547 ,230 ,673 ,480 
Nivel 
educativo 
r ,082 ,162 ,057 ,323** 1,000 -,040 ,039 ,021 -,041 ,047 ,174 ,103 ,160 
Sig.  ,460 ,164 ,611 ,007 . ,729 ,735 ,844 ,693 ,652 ,098 ,393 ,136 
Ingreso 
económico 
r ,101 -,137 -,134 ,029 -,040 1,000 ,000 ,084 ,092 ,046 -,228* -,052 -,020 
Sig.  ,395 ,269 ,258 ,823 ,729 . 1,000 ,446 ,407 ,675 ,041 ,683 ,861 
Religión 
r -,161 ,164 ,058 ,347** ,039 ,000 1,000 ,101 ,092 -,131 ,091 ,083 -,062 
Sig.  ,171 ,184 ,626 ,006 ,735 1,000 . ,358 ,402 ,237 ,415 ,513 ,582 
Políticas y 
sistema de 
gestión … 
r ,048 -,237* -,089 -,046 ,021 ,084 ,101 1,000 ,374** ,171 ,067 -,029 -,020 
Sig.  ,646 ,032 ,399 ,684 ,844 ,446 ,358 . ,000 ,084 ,505 ,802 ,846 
Acoso laboral 
en el trabajo 
r -,095 -,111 -,036 -,023 -,041 ,092 ,092 ,374** 1,000 ,421** ,069 ,008 ,248* 
Sig. ,369 ,318 ,732 ,839 ,693 ,407 ,402 ,000 . ,000 ,492 ,946 ,015 
Hostigamiento 
psicológico 
r -,150 -,115 ,033 -,069 ,047 ,046 -,131 ,171 ,421** 1,000 ,071 -,107 ,291** 
Sig.  ,159 ,301 ,760 ,547 ,652 ,675 ,237 ,084 ,000 . ,483 ,351 ,004 
Hostigamiento 
sexual 
r ,067 ,035 ,056 ,139 ,174 -,228* ,091 ,067 ,069 ,071 1,000 -,061 ,170 
Sig.  ,531 ,758 ,599 ,230 ,098 ,041 ,415 ,505 ,492 ,483 . ,599 ,098 
Maltrato Físico 
r -,013 ,083 -,034 ,056 ,103 -,052 ,083 -,029 ,008 -,107 -,061 1,000 -,039 
Sig.  ,915 ,516 ,781 ,673 ,393 ,683 ,513 ,802 ,946 ,351 ,599 . ,737 
Mecanismos 
de prevención  
r ,146 ,153 ,064 ,083 ,160 -,020 -,062 -,020 ,248* ,291** ,170 -,039 1,000 
Sig. ,180 ,179 ,559 ,480 ,136 ,861 ,582 ,846 ,015 ,004 ,098 ,737 . 
r: Coeficiente de correlación Thau de Kendall. *: Significativo al 0,05. Fuente: El autor. 
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4.2 Discusión de los resultados 
El grupo de encuestadas presenta edades con una amplia variabilidad, 
encontrándose funcionarias menores de 20 años hasta mayores de 40 años, siendo 
el grupo de entre 20 y 30 años el de menor porcentaje, y el intervalo de edades que 
agrupa el mayor porcentaje. Un 69% posee edades mayores a los 30 años por lo 
que se podría estimar que tienen experiencia en la institución, así como de 
relaciones sociales y de pareja que le sirven de marco referencial de vida. 
Sin embargo, esto último contrasta en términos laborales con los resultados del 
cuadro 5 y la figura 9, donde se resalta que solo el 10,4 % tiene experiencia mayor 
a los tres años en la institución. En su gran mayoría (89,6%) la historia laboral de 
las funcionarias responde a los permanentes procesos de ajuste de personal 
originados por la dinámica política del Ecuador. Esto ha implicado una alta rotación 
de cargos y sustitución de los mismos, en los cuales también se registra una 
dinámica acelerada de ascensos y nombramientos frecuentes de nuevos jefes 
intermedios en cargos de confianza. 
En cuanto a la condición civil se evidencia la existencia de cinco categorías de 
condición civil, prevaleciendo las funcionarias casadas y las separadas, siguiendo 
en este orden las divorciadas formalmente. Por su parte las solteras y concubinas 
reflejan los menores porcentajes. Este diagrama de los esquemas de relaciones 
indica que un 58,7% de las funcionarias tienen un precedente de relaciones que 
condujeron a rupturas formales (divorcio) o informales (separación).  
Las funcionarias tienen un área de residencia mayoritariamente citadina, lo cual por 
la extensión de la ciudad las ubica relativamente cerca de la institución donde 
laboran. Pocas funcionarias viven en el campo. De acuerdo con los datos 
suministrados por el INEC (2019), se puede decir que el origen de la mujer, 
caracterizado por su procedencia –ciudad o campo- y sus patrones culturales 
pueden condicionar la violencia que puedan padecer. En este sentido, las mujeres 
citadinas sufren una mayor violencia. 
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El nivel educativo de las funcionarias varía desde sin estudios hasta la concreción 
de postgrados, agrupando a cerca de la mitad del grupo a las que solo han 
culminado la Primaria y la Secundaria. Esta diversidad de niveles educativos se 
debe a los distintos puestos y funciones que ocupan dentro de la administración 
pública. Generalmente son los aseadores y personal de oficios de mantenimiento y 
choferes quienes menos nivel ostentan, mientras que el mismo se va 
incrementando en la medida que las funciones a desempeñar así lo establecen, de 
manera que la pirámide burocrática también se convierte en una expresión vertical 
del nivel de estudios. 
El ingreso económico de las servidoras públicas es variable y se sitúa 
principalmente entre dos y tres salarios mínimos. Solo un porcentaje bajo recibe 
remuneraciones superiores a dos salarios mínimos. 
La religión prevaleciente es la católica a la cual sigue el otro grupo prevaleciente 
que es el de evangélicas. Otras religiones y el ateísmo resultan minoritarios. A pesar 
de esto y de los patrones familiares que se desprenden de los dogmas religiosos 
prevalecientes se observaron porcentajes conjuntos elevados de divorcios y 
separaciones de un 58,7%. Esto sugiere la existencia de factores ajenos a la 
religión que condicionan sus relaciones de pareja. 
En cuanto a la percepción sobre Políticas y Sistema de Gestión en relación con la 
Equidad de Género, existe la percepción de que los salarios no son afectados por 
el género. En el aspecto de reclutamiento y selección existe la percepción de una 
inequidad de estos procesos siendo los mismos afectados por el género. Esta 
discriminación estaría violentando lo fundamentado en la Constitución de la 
República del Ecuador (2008), en relación a lo planteado sobre igualdad formal. 
Para Casas (2011) este tipo de percepciones plantea dudas sobre los procesos o 
políticas de selección, donde pareciera incidir la condición de hombre para gozar 
de una ventaja con respecto a la obtención de un puesto de trabajo. Situación que 
tendría que confrontarse con lo que le den. 
Igual estructura de percepciones se evidencia en cuanto a la igualdad de 
oportunidades para hombres o mujeres en los procesos de capacitación y 
desarrollo en el cargo, donde se identifican dos grupos claramente diferenciados 
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que expresan por un lado percepciones negativas de desacuerdo que conviven con 
otras funcionarias que tienen percepciones positivas al respecto, aunque en 
porcentajes menores de acuerdo. 
La división de las percepciones también está presente en el aspecto de la presencia 
de la mujer en cargos directivos, pero en este caso parecen ajustarse en forma 
positiva a lo enmarcado en la Constitución de la República del Ecuador (2008). 
Existen valoraciones positivas al indagar sobre el tema de los derechos inherentes 
a la protección de la maternidad y responsabilidades asociadas, donde se percibe 
el disfrute de los mismos. Esta misma estructura de respuestas se observa en 
cuanto a la conciliación de las faenas laborales y las obligaciones familiares. Se 
establece así un patrón de percepciones donde la familia es valorada y bien 
percibida al igual que el ejercicio de la maternidad.   
Los aspectos consultados parecieran enmarcarse dentro de los postulados 
previstos en la Constitución de la República del Ecuador (2008) por lo que se asume 
que la institución está asumiendo un trato equitativo para las funcionarias. Esta 
exigencia normativa que se desprende del Art. 66, inciso 4 de la Carta Magna se 
formaliza la responsabilidad del Estado en el reconocimiento y garantía de los 
principios de igualdad material, igualdad formal y la no discriminación. De esta 
forma podría decirse que el Gobierno Municipal del cantón La Maná se ocupa del 
cuido de los derechos fundamentales de las servidoras públicas.  
Casas (2011) plantea que estos principios se orientan a limitar la existencia de un 
trato injusto, arbitrario y diferenciado. Debido a esto es preciso señalar que, aunque 
la institución no evidencia indicadores al 100% de cumplimiento, algo imposible en 
términos de complejidad y solo posible en un estado ideal ficticio, si se evidencia 
un andamiaje perceptivo que reconoce la existencia de equidad de género. 
También ponen en evidencia estos datos un esfuerzo del Gobierno Municipal del 
cantón La Maná por mitigar la discriminación a la mujer, tal como lo establece la 
Constitución de la República del Ecuador art. 66, inciso 4 y en el art. 11 numeral 2, 
sobre la prohibición de la discriminación de acuerdo a las categorías como sexo y 
género, entre otras. Este cuido se observa con respecto a la discriminación directa, 
entendida como el interés por perjudicar o eliminar el reconocimiento y ejercicio de 
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los derechos, e indirecta, que es la que se orienta al menoscabo y anulación del 
reconocimiento, el goce y ejercicio cabal de los derechos (Casas, 2011, p.5). 
El tema del acoso laboral como expresión de violencia de género también fue 
consultado, aunque sin duda resulta ser un punto sensible, distan mucho las 
respuestas de exhibir uniformidad. La percepción indica ausencia general de acoso. 
Sin embargo, existen señales de que se ha excluido a funcionarias de reuniones o 
se les informa a destiempo, o que se han hecho cambios en sus labores y deberes 
sin informarles y darles el tiempo conveniente, así como que no gozan de libertad 
para acceder a la información o al uso de equipos para la realización de su trabajo. 
Para Jaramillo (2018) la Ley Orgánica Integral para la Prevención y Erradicación de 
la Violencia de Género contra las Mujeres estaría formulada para evitar este tipo de 
situaciones que vulneran a la mujer solo por ser mujer.  
El hostigamiento psicológico fue valorado con cuatro ítems. No existe percepción 
generalizada sobre agresión verbal de parte de los jefes o compañeros, así como 
tampoco se realizan críticas a las funcionarias con base en sus errores y se 
subvaloran los aciertos. Estos resultados permiten indicar lo que Rodríguez (2017) 
expone que la contribución que el COIP ha hecho para ayudar a mitigar la 
vulnerabilidad de las mujeres ante situaciones violentas.  
Consideran que no son ridiculizadas o menospreciadas públicamente debido a su 
apariencia, gestos, tono de voz o estilo de vida. Esto indica la presencia de un 
respeto hacia la forma de ser de las funcionarias y su manera de desenvolverse en 
la institución. Este tipo de respeto pareciera estar presente también cuando el 
superior permite que alguna funcionaria hable o exprese su opinión sin limitaciones. 
Aunque el porcentaje de queja es bajo hay que considerar que no debería existir ni 
siquiera una funcionaria que no pueda expresarse o que sienta hostigamiento 
psicológico mediante algún indicador de los señalados y cuantificados. 
La Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres 
(Asamblea Nacional del Ecuador, 2018) establece en su inciso b del Art. 9 la 
definición de violencia psicológica, precisando que son acciones dirigidas a causar 
daño emocional en la mujer, afectando de forma negativa la autoestima y la honra, 
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con menosprecio de su dignidad y ocasionando descrédito, y perturbando sus 
conductas, creencias y comportamiento.  
Este marco normativo, enmarcado en el Código Orgánico Integral Penal, también 
señala como indicadores las acciones de intimidación, persecución, chantaje o 
vigilancia por cualquier vía, sea física o electrónica, hostigamiento. Los indicadores 
registrados a partir de las percepciones develan en principio una ausencia de 
violencia aun en un nivel leve, entendido este como la presencia de un daño afectivo 
y cognoscitivo que impide la ejecución de las actividades cotidianas de la agredida.  
La percepción sobre el hostigamiento sexual es un tema delicado que puede dar 
pie a sanciones penales. La consulta sobre si el ambiente de trabajo es hostil o 
intimidatorio por la existencia posible de acoso sexual u hostigamiento arrojó 
percepciones negativas que reflejan la ausencia de hostigamiento, lo cual es un 
indicador de la salud del sistema. La misma tendencia de percepciones negativas 
conjuntas hacia la presencia de hostigamiento sexual fue evidenciada en los 
indicadores concernientes a si se recibían amenazas implícitas o expresas para 
poder cambiar su situación laboral, como consecuencia de no haber atendido 
alguna sugerencia malintencionada o favores sexuales. 
El uso de palabras de naturaleza sexual, como chistes o comentarios, escritas u 
orales, que resulten hostiles, humillantes u ofensivas dirigidas hacia las funcionarias 
tampoco está presente, al igual que tampoco perciben que exista coqueteo o 
insinuaciones de forma ofensiva de parte de compañeros(as) o jefes, ni 
aproximaciones o tocamientos eróticos en el cuerpo. 
Se percibe que no existen presiones a través de llamadas telefónicas, correos o 
mensajes, para coordinar citas con propósitos eróticos por parte de superiores o 
compañeros(as) y tampoco surgen percepciones que confirmen que el 
hostigamiento sexual no consentido conduzca a traslados forzosos de funcionarias, 
despidos, generación de hostilidad, entre otros.  
Puedmag (2017), señala que la violencia sexual es considerada como una de las 
que más vulnera la integridad de la mujer, por el daño emocional y psicológico, que 
ocasiona pudiendo precisarse también manifestaciones clínicas de este tipo de 
violencia. Más allá del uso del lenguaje esporádico propio de chistes y jocosidad, 
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no existen evidencias perceptivas de hostigamiento sexual en el Gobierno 
Municipal del cantón La Maná, lo cual pone de manifiesto el respeto que exhiben 
los caballeros en la institución. 
La consulta sobre ausencia de maltrato físico en el trabajo arrojó percepciones que 
niegan la presencia de este mal. A pesar de la ausencia de signos de hostigamiento 
psicológico y sexual, acoso laboral y maltrato físico, resulta relevante analizar la 
distribución de frecuencias de la Percepción sobre Mecanismos de Prevención de 
la Violencia Laboral. 
Uno de los aspectos que llama la atención es que existe una percepción de 
desconfianza con respecto a la posibilidad de quejarse de hostigamiento o acoso 
sexual en caso de ser necesario, sin que le recriminen que la funcionaria lo ha 
provocado o que la queja se divulgue de manera insana entre sus compañeros. Lo 
anterior se acompaña del desconocimiento de mecanismos institucionales y/o 
políticas, para proteger a las víctimas del hostigamiento sexual o acoso laboral, bajo 
el marco de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. En cuanto a sí los 
mecanismos establecidos para atender a las víctimas de hostigamiento sexual o 
acoso laboral son aplicados, se identificó una percepción negativa de desacuerdo 
con la aplicación de estos mecanismos.  
Estos porcentajes de tal forma distribuidos parecieran solapar la presencia de 
inseguridad en el cargo de trabajo, lo cual puede ser un factor que enmascare los 
signos de violencia laboral. Ibañez et al. (2015), encontró en Ecuador también 
resistencia a denunciar acciones de violencia de género, reportando por ejemplo 
que docentes no acudirían a las instancias policiales como mecanismo de 
formulación de denuncias en casos de violencia, sino que utilizarían otros 
mecanismos de reacción. Aunque acá la ausencia de violencia es evidente, este 
tipo de marcos mentales debería ser explorado más profundamente con 
investigaciones de corte cualitativo que escapan del alcance de esta investigación. 
Esta faceta de transparencia y de gestión del riesgo debe ser potenciada 
organizacionalmente de manera de contar con la confianza necesaria en los 
mecanismos de control sin que esto amerite perjuicio para quien exprese la queja.  
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El análisis estadístico relacional entre las características sociodemográficas y la 
percepción de violencia de género en funcionarias públicas del Gobierno Municipal 
del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi, Ecuador – 2019, fue realizado 
mediante la prueba paramétrica Thau de Kendall.  
Surge del análisis que la dimensión edad no tiene correlación significativa con 
cualquier otra dimensión de la variable percepción de violencia de género ni con 
otras dimensiones de la variable características sociodemográficas. Debido a esto 
pareciera ser un factor que no incide forma alguna en las percepciones de violencia, 
aunque para Echeburúa (2019) en algunos contextos la conducta violenta es 
producto de un aprendizaje hecho desde edades tempranas. A medida que el 
tiempo pasa la persona va normalizando la violencia y la ejerce en sus reacciones 
como algo normal.  
La dimensión años de trabajo se correlacionó significativamente con el estado civil 
de las funcionarias y con la percepción sobre políticas y sistema de gestión en 
relación con la equidad de género. Con respecto al estado civil la relación es 
positiva, lo que indica que las funcionarias casadas y separadas tienden a tener 
entre 1 y 3 años en el trabajo. La relación negativa establece que a medida que se 
incrementan los años en el trabajo disminuye la percepción sobre la aplicación de 
políticas y un sistema de gestión en relación con la equidad de género. Esto 
significa que con los años va desapareciendo básicamente la oportunidad de 
participar en los niveles de toma de decisiones al más alto nivel y de disfrutar de 
beneficios familiares. A menor tiempo en el trabajo la percepción de este disfrute 
es mayor. 
El lugar de residencia, ya sea urbano o rural, está relacionado significativamente 
con el nivel educativo. De esta forma se asume que el vivir en la ciudad se 
correlaciona con mayor nivel educativo y con adoptar una religión católica, lo cual 
evidencia un condicionante social de lo urbano sobre estas dimensiones. 
El ingreso económico resultó correlacionado con la dimensión percepción sobre el 
hostigamiento sexual. El signo negativo indica que a medida que aumenta el 
ingreso salarial disminuye la percepción de hostigamiento sexual, la cual a pesar 
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de ser casi inexistente tiene diferencias entre las categorías de total desacuerdo y 
desacuerdo. 
Se señaló una correlación significativa entre la percepción sobre políticas y sistema 
de gestión en relación con la equidad de género y el estado civil. También se 
identificó una correlación significativa con la dimensión denominada percepción 
sobre acoso laboral en el trabajo. Por la forma en que se redactaron los ítems, de 
manera afirmativa para la primera dimensión, y de manera negativa para la 
segunda, se asume que una buena percepción sobre políticas y sistema de gestión 
en relación con la equidad de género se traduce en una percepción de ausencia de 
acoso laboral, lo cual es relevante porque indica que el sistema de gestión y el 
diseño de políticas está orientado a valorar a las funcionarias. 
La percepción sobre acoso laboral resultó estar relacionada con la percepción 
sobre hostigamiento psicológico y la percepción sobre hostigamiento sexual. Esto 
indica que en la medida en que disminuye la percepción de acoso laboral también 
disminuye la percepción sobre hostigamiento psicológico y sexual, operando a su 
vez lo contrario en el caso del incremento de una de estas dimensiones. 
La percepción sobre hostigamiento psicológico está relacionada significativamente 
con la percepción sobre mecanismos de prevención de la violencia laboral, 
resultando que a medida que exista confianza en los mecanismos disminuirá la 
percepción de hostigamiento psicológico, registrándose lo mismo con respecto a la 
percepción sobre acoso laboral. La dimensión maltrato físico no está relacionada 
significativamente con ninguna dimensión debido a su inexistencia.  
Como marco referencial para valorar las relaciones entre variables 
sociodemográficas y percepción de violencia de género se utilizarán los datos 
arrojados por la Encuesta de Relaciones Familiares y Violencia de Género contra 
las mujeres realizado en Ecuador en el año 2011. Allí se precisa en cuanto al área 
de residencia de la mujer víctima de violencia no discrepa mucho entre violencia de 
género cometida en mujeres que residen en la zona del campo (48,5%) y aquellas 
que viven en la ciudad (48,7%), todo esto a pesar de las diferencias que existen en 
los indicadores económicos y sociales de ambos grupos. 
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Sin embargo, se encontró que existía una diferenciación del tipo de agresión y su 
magnitud en aquellas damas que viven en áreas urbanas en comparación con 
aquellas que residen en el campo. Las tasas de daño psicológico y físico son más 
elevadas en las primeras.  
Cabe destacar que en este estudio surgió como hallazgo que la zona de vivienda 
prevaleciente en las funcionarias es la urbana, por tanto, podría concebirse como 
un factor de riesgo, puesto que se ha reportado en la encuesta referencial que el 
empoderamiento y autonomía de la mujer urbana afecta la seguridad en algunos 
hombres y que esto ocasiona la aplicación de la fuerza física y el abuso sexual 
como medio para reafirmar su masculinidad. Aunque esto ha sido reportado entre 
parejas, conviene seguir realizando estudios o monitoreos periódicos al respecto. 
Los hallazgos niegan esta relación en el campo laboral, lo cual pareciera indicar 
que el formalismo propio de una institución contribuye a minimizar los impulsos de 
los funcionarios. 
Chávez y Méndez (2016), reportaron que en casos de violencia de género 
cometidos hacia la mujer por parte de su pareja o ex –pareja en Manta durante el 
año 2014, se encontró que la edad promedio de las mujeres denunciantes oscilaba 
entre los 25 y 35 años. En este intervalo de edad la mujer suele ser más 
independiente económicamente y con mayor actividad social, lo que conlleva en 
consecuencia según lo discutido a mayores aspiraciones y probabilidades de 
choque con el ego masculino.   
El COIP en su articulado 156, 157, 158, 159, precisa como formas de violencia 
hacia la mujer tipificándola como psicológica, física y sexual. Los resultados de este 
trabajo arrojan percepciones que indican la ausencia de las mismas y la existencia 
de condiciones de respeto y equidad hacia la mujer. Estos aspectos han sido 
señalados como precedentes para la manifestación superior de agresión contra las 
féminas lo que se representa con el femicidio. Los datos observados alejan a las 
féminas de este tipo de agresiones superlativas en la institución estudiada. 
Rodríguez et al (2019), analizaron la situación que enfrentan las mujeres al para 
ubicar y tener acceso al campo laboral, recibir salario, y cumplir con horas de 
trabajo, así como con las actividades a desarrollar, de manera tal que se pueda 
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valorar si existen avances o retrocesos respecto a este tema. La tesis determinista 
precisa que existen desigualdades arraigadas en el imaginario social basadas en 
la idea de una sociedad jerarquizada y patriarcal lo cual poco contribuye con la 
concreción de los derechos de igualdad de género. Los resultados de este trabajo 
no coinciden con esa tesis determinista al menos con los indicadores analizados y 
el análisis sociodemográfico emprendido. 
Camacho (2014, p.52), precisa que generalmente el maltrato hacia la mujer viene 
dado por el ejercicio de poder y la necesidad de dominación que ejerce el hombre 
sobre el cuerpo y lo que representa como tal la vida de las mujeres. Acá en el ámbito 
laboral más allá de la sana ambición y aspiración profesional no pareciera estar 
presente el ejercicio de la violencia. 
También se desprende de la revisión de la literatura que la mayoría de los estudios 
sobre violencia de género se enfocan al campo de las relaciones de pareja 
(Echeburúa, 2019), haciendo a un lado o sin prestar marcada atención al ámbito 
laboral. Los resultados obtenidos en el campo evidencian unos primeros hallazgos 
donde se niega a priori la hipótesis de la relación entre variables sociodemográficas 
y percepción de violencia de la mujer en el campo laboral. Precisar con mayor 
fuerza este tipo de relaciones requerirá de mayores estudios que contemplen la 
aplicación efectiva de la normatividad.  
En términos del cumplimiento de los dictámenes constitucionales que se 
desprenden de la protección a la mujer, hay que señalar que el Gobierno Municipal 
del cantón de La Maná evidencia indicadores y percepciones de cumplimiento lo 
cual es un hallazgo relevante en la administración pública del Ecuador, y coincide 
con lo señalado por Céspedes et al (2018), en instituciones y distintas instancias 
de Latinoamérica. 
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V. CONCLUSIONES 
5.1 En primer lugar se encontró que  las características sociodemográficas de las 
funcionarias públicas del Gobierno Municipal del Cantón La Maná, Provincia de 
Cotopaxi,  Ecuador – 2019 son heterogéneas, resaltando dentro de ello funcionarias 
que viven en su mayoría en la ciudad, que tienen nivel de estudio diferenciado (sin 
estudios hasta postgrado), preferentemente católicas y evangélicas, 
mayoritariamente separadas, con ingreso prevaleciente entre uno y dos salarios 
mínimos y con edades distribuidas entre los 18 y más de 40 años. 
5.2 Los resultados mostraron que las funcionarias públicas del Gobierno Municipal 
del Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi, Ecuador – 2019 manejan percepciones 
que ponen de manifiesto la ausencia de rasgos o indicadores de violencia laboral 
hacia la mujer, donde resalta el respeto hacia la misma y la equidad en las 
oportunidades de desarrollo profesional.  
5.3. Los hallazgos evidencian el rechazo a la hipótesis de la relación entre variables 
sociodemográficas y percepción de violencia de la mujer en el campo laboral, lo 
que evidencia un cumplimiento institucional y aplicación efectiva de la normatividad 
sobre violencia de género. 
5.4. Los resultados ponen de manifiesto el esfuerzo del Gobierno Municipal del 
Cantón La Maná, Provincia de Cotopaxi, Ecuador – 2019 por cumplir con la 
normatividad referida a la prevención y protección de la mujer con respecto a la 
violencia de género, lo que es un logro que realza el esfuerzo del país por la tutela 
de los derechos constitucionales de las mujeres. 
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VI. RECOMENDACIONES 
6.1. Promover este estudio de manera que la administración pública del cantón La 
Maná conozca los hallazgos y la metodología de manera que se multipliquen los 
estudios sobre violencia laboral en el cantón y sistematizar la metodología en el 
Gobierno Municipal del cantón La Maná como una manera de mantener una 
evaluación permanente de la protección de la mujer. 
6.2. Ampliar los indicadores de las variables para conocer en mayor profundidad el 
tema de la violencia laboral en el Ecuador para monitorear los mecanismos de 
denuncia existentes en el Gobierno Municipal del cantón La Maná de manera de 
mejorar su implantación y generar mayor confianza en las funcionarias púbicas. 
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VIII. ANEXOS 
 
ANEXO 1 
 
 
 
UNIVERSIDAD NACIONAL DE TUMBES 
 
ESCUELA DE POS-TGRADO 
INSTRUMENTO PARA LA RECOLECCION DE DATOS  
Estimado (a) participante:   
El presente instrumento tiene como finalidad conocer la percepción sobre la 
violencia de género en el trabajo. Solicito de usted su valiosa colaboración. Por 
favor responda todos los ítems. Agradeciendo su colaboración, queda de usted. 
Abog. Humberto Rene Loor Cela 
PARTE I: ASPECTOS SOCIODEMOGRÁFICOS. Seleccione la categoría de 
respuesta de su preferencia colocando el valor en número, o una X en la casilla 
correspondiente: 
 
Edad:_____años.  Años en el trabajo: ____. 
Estado civil: 
Soltera ___ Casada___ Separada___ Divorciada___ Concubina___ 
Nivel educativo de las funcionarias 
Sin estudios___Primaria___Secundaria___Universitaria___Postgrado___ 
Religión 
Católica ___ Evangélica___ Sin religión (ateo) ___ Otras religiones____ 
Área de residencia Ingreso per cápita de la mujer 
 Campo   
 Ciudad  
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PARTE II: PERCEPCIONES. Seleccione la categoría de respuesta de su 
preferencia colocando una X en la casilla correspondiente: 
Escala: -2 En total desacuerdo; -1 En desacuerdo; 0. Percepción Neutral;  1. 
En acuerdo; 2. En total acuerdo. 
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ANEXO 2. CONFIABILIDAD DEL INSTRUMENTO POR ÍTEMS 
 
Estadísticos total-elemento 
 
Media de la 
escala si se 
elimina el 
elemento 
Varianza de la 
escala si se 
elimina el 
elemento 
Correlación 
elemento-total 
corregida 
Alfa de Cronbach 
si se elimina el 
elemento 
Los salarios para trabajo igual son iguales para las personas que los 
desarrollan no importando si son hombres o mujeres. -13,95 115,524 -,396 ,840 
Existe igualdad de oportunidades para hombres o mujeres en los 
procesos de reclutamiento y selección. -11,90 100,340 ,400 ,819 
Existe igualdad de oportunidades para hombres o mujeres en los 
procesos de capacitación y desarrollo de carrera. -11,93 99,714 ,412 ,818 
Existe representación equitativa para hombres o mujeres en los en los 
cargos de responsabilidad directiva. -11,59 103,335 ,340 ,821 
Existe protección de los derechos de maternidad y responsabilidades 
parentales. -13,66 106,125 ,158 ,830 
Se permite conciliar las responsabilidades laborales con obligaciones 
familiares. -13,57 104,881 ,202 ,828 
A algunas servidoras públicas se les excluye de reuniones laborales y 
no se les informa oportunamente de sus deberes.  -12,05 100,190 ,416 ,818 
A algunas servidoras públicas se les cambian las labores y 
responsabilidades sin previo aviso o se les asignan nuevas y no se les 
da un periodo de tiempo razonable para realizarlos.  
-12,02 96,965 ,568 ,811 
A algunas servidoras públicas se les niega información o equipos para 
la realización de su trabajo que a otros servidores(as) públicos(as) si se 
les ofrece.  
-11,95 100,260 ,485 ,815 
Las servidoras públicas sufren agresión verbal de parte de sus 
compañeros o jefes.  -11,72 98,765 ,550 ,812 
Algunas servidoras públicas son criticadas por todo lo que hacen 
enfocándose solo a sus errores por más pequeños que sean, y nunca 
alientan sus aciertos. 
-11,48 100,114 ,504 ,814 
Se ridiculizan o el personal se ríe públicamente de usted o una 
compañera, de su aspecto físico, de sus gestos, de su voz o de su estilo 
de vida. 
-11,05 106,401 ,249 ,824 
El superior no permite que alguna mujer en específico hable o dé su 
opinión. -11,50 107,342 ,125 ,830 
El entorno laboral es hostil o intimidatorio, por la posible existencia de 
hostigamiento o acoso sexual. -10,84 109,677 ,100 ,828 
Algunas servidoras públicas de esta institución reciben amenazas 
implícitas o expresas para poder cambiar su situación laboral, como 
consecuencia de no haber atendido alguna sugerencia malintencionada 
o favores sexuales. 
-11,84 95,221 ,728 ,804 
Se usan palabras de naturaleza sexual, como chistes o comentarios, 
escritas u orales, que resulten hostiles, humillantes u ofensivas para 
quien van dirigidas.  
-12,62 104,555 ,168 ,832 
Por parte de compañeros(as) o superiores, ¿hay coqueteo o 
insinuaciones de forma ofensiva, acercándose sin motivo a las personas 
o haciendo tocamientos en el cuerpo con claras intenciones eróticas? 
-11,72 97,431 ,692 ,807 
Por parte de compañeros(as) o superiores, ¿hay presiones a través de 
llamadas telefónicas, mails, mensajes, etc. para aceptar citas a tomar 
copas o cenar con propósitos eróticos?  
-11,81 95,034 ,744 ,803 
El hostigamiento sexual no consentido ha llevado a tomar represalias 
(traslados forzosos, despidos, generación de un ambiente de trabajo 
hostil, etc. con algunas mujeres víctimas del mismo. 
-10,95 109,664 ,068 ,829 
Ha observado algunas consecuencias como estrés, desmotivación 
laboral, o desempeño reducido que resulten como consecuencia de 
presiones de hostigamiento o acoso sexual no aceptado por algunas 
servidoras públicas  
-11,00 109,825 ,053 ,829 
El maltrato físico a las mujeres no está presente en el trabajo. 
-14,41 111,721 -,135 ,831 
Tiene la confianza para quejarse en caso de hostigamiento o acoso 
sexual de ser necesario, sin que le recriminen que usted lo ha 
provocado o que la queja se divulgue entre sus compañeros.  
-11,66 95,598 ,686 ,805 
Conoce la existencia de mecanismos institucionales y/o políticas, para 
proteger a las víctimas del hostigamiento sexual o acoso laboral. -11,84 97,607 ,457 ,816 
Los mecanismos establecidos para atender a las víctimas de 
hostigamiento sexual o acoso laboral son aplicados. -11,62 95,433 ,692 ,805 
Fuente: El autor. 
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Fuente: El autor. 
ANEXO 3.MATRIZ DE CONSISTENCIA DE LA INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA. 
Título: “CARACTERÍSTICAS SOCIODEMOGRÁFICAS Y PERCEPCIÓN DE 
VIOLENCIA DE GÉNERO EN FUNCIONARIAS PÚBLICAS DEL GOBIERNO 
MUNICIPAL DEL CANTÓN LA MANÁ, ECUADOR - 2019”. 
